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Delegaciones 
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el día 2 de octubre de 2008 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Esteban Pérez. 
MIEMBROS: — Señores Representantes Pablo Abdala, Daniel Bianchi y José Luis Blasina. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Alfredo Asti, Daniel Mañana e Iván Posada. 


INVITADOS: Por Cooperativas de Ahorro y Crédito de Maldonado, señor Francisco Vallejo, Fabián 
Garlo y maestra Elda Díaz. 


Por AEBU, señores Gustavo Pérez, Enrique Mateo, Hebert Díaz, Julio Pose y Ernesto 
Palomeque. 


Por Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, señores Leomar Pastorino, Gerardo 
Moratorio, Walberto de León, Gustavo Weare , Roberto Genta y la señora Gabriela 
Palazzo. 


Por ANDA, señores Washington Almada, Presidente; doctor Hugo  Speranza, 
Vicepresidente y contador Juan José Pereyra, Director General. 


Señor Alberto Mesa, Presidente del sindicato y Marcos Otegui, dirigente gremial. 


Por delegación gremial de OCA, señor Javier Presedo y señoras María del Rosario Vega, 
Nury Blanco y Claudia Medeiros. 


Por ABU, economista Julio de Brun. 


Por AJUPE, señores Miguel Brassesco, Salvador Garofalo, Juan Alberto Almada Ramis, 
Waldemar González y Valentín Omar Gongorra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esteban Pérez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida a la delegación de Cooperativas de Ahorro y Crédito del Departamento de 
Maldonado. Deseamos conocer su opinión con respecto al proyecto de ley que ha ingresado a esta Comisión. 


SEÑOR VALLEJO.- En primer lugar, muchas gracias por recibirnos con tanta prontitud; creo que el 
proyecto de ley que nos convoca a esta reunión así lo exige, aunque los pasos son muy exiguos, muy 
cortitos y hacen al tema en cuestión. 


En segundo término, debo decir que la presentación que vamos a realizar en el día de hoy es para manifestar 
algunos desacuerdos con este proyecto, porque nuestro sector no fue consultado. El Subsecretario Bruni dijo 
que sí, pero nuestra palabra nunca se tuvo en cuenta ni se nos pidió opinión; tampoco se revisaron nuestras 
economías por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Creo que se atendió demasiado la pretensión de AEBU, ya que todo lo que se recoge en el proyecto son sus 
reivindicaciones y las nuestras no están contempladas. Por eso decimos que este es un proyecto de ley 
bipartito, no tripartito; somos la tercera pata del proyecto y no fuimos consultados en absoluto; somos los que 
vamos a poner el dinero para la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias y tampoco se nos consultó si 
podremos hacer frente a esta situación en el futuro. El proyecto marca quince o veinte años de recuperación, 
pero nada nos salvaguarda de que realmente sea así. Se trata de un proyecto y de una mera aspiración. No 
sabemos si al pasar ese período de veinte años, la Caja va a estar en condiciones. 


También notamos con preocupación que en la exposición de motivos que hace el Presidente de la República 
al enviar este proyecto a la Cámara señala que salvaguarda el proyecto y que se hizo consultas con todo el 
sector relacionado a este tema. Ese proyecto también nos involucra con aportes, además del aumento en 


nuestras tasas contributivas al BPS, que ahora pasaron a la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias. Para 
nosotros esto significa tocar el dinero de nuestros socios; aunque algunos dicen que somos bancos, nosotros 
decimos que no, que somos distintos: no somos bancos, no tenemos ningún fin de lucro, no especulamos con 
el dinero, simplemente brindamos beneficios a nuestros asociados; nuestros capitales son ahorros genuinos de 
los socios que aportan por mes para obtener beneficios, como créditos ya que la banca privada o pública 
jamás los ha atendido. Entonces, si bien el Gobierno apunta a la equidad, creo que la está desequilibrando 
bastante, porque vamos a tener jubilados ricos de aportantes pobres; vamos a tener una media jubilación que 
raya los $ 42.000 de aportantes que hoy en día no pueden jubilarse con más de $ 17.000 o $ 18.000. Esto 
desequilibra, y bastante, aunque, reitero, el Gobierno busca equidad. No sabemos a qué apunta todo esto, 
pero parece una balanza mal compensada. 


Como tercera pata en este asunto también tenemos que considerar ese cuatro por diez mil de aporte 
complementario a la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, planteándonos cómo lo solventamos, cómo 
lo rebatimos, como lo combatimos. Lo primero que se nos ocurre, como dirigentes cooperativos, es pensar en 
el aumento de las tasas de interés. Esto va contra los principios cooperativos, que es brindar servicios a los 
socios a bajo costo. No solo otorgamos créditos, también brindamos beneficios en otras áreas, como por 
ejemplo seguridad social, emergencias médicas, convenios de descuentos en casi todos los comercios. Todo 
esto se va a ver afectado de ahora en adelante si se aumentan las tasas de interés y traerá como consecuencia 
la retracción en el mercado. AEBU ha manifestado en varias oportunidades que protege las fuentes laborales, 
pero obviamente las está atacando porque nos vamos a ver obligados a reestructurar nuestras empresas, y esa 
reestructura se va a cortar por el lado más fino, que son los empleados. Si la pirámide de aportes aumenta y la 
base sigue siendo la misma, es decir que vamos a tener los mismos diez empleados de siempre pero nuestra 
aportación se va a duplicar, tendremos que reducir la base para quedar libre de aportes. 


Creemos que hemos actuado con justicia en este sentido, buscando otro tipo de soluciones. No estamos 
diciendo que no queremos colaborar, al contrario, sí queremos colaborar pero en la medida en que seamos 
consultados, en que podamos y en que nuestros números lo permitan. En todo el país hay sesenta y dos 
cooperativas y reúnen ochocientos mil socios, es decir que la cuarta parte de la masa poblacional del país, 
está involucrada en las cooperativas de crédito, y ahí apunta la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias a 
buscar fondos para solventarse, de ahora a veinte años. Creo que el plazo es muy largo. En la exposición de 
motivos el Presidente señala que la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias no hizo uso de la ley sobre 
reforma de la seguridad social del año 1996, se desligó de la ley; es decir que si leo esto como ciudadano 
tengo que hacer notar que a mí me obligaron a afiliarme a la AFAP a través de la nueva reglamentación pero 
que la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias siguió por fuera, cuando la ley es general, y recién ahora 
recuerdan que nosotros existimos cuando nunca nos quisieron adentro del sistema. Por supuesto que hay 
dinero en nuestro sistema, pero es nuestro y de nuestros socios, no de la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
Bancarias. El Estado va a aportar el Estado somos todos nosotros también US$ 500.000, pero también 
pensamos en qué va a pasar con el Banco de Previsión Social, porque el sistema cooperativo en base a sus 
afiliados va a dejar de aportar US$ 7:000.000 por año, y en cómo se va a asumir esa pérdida. Esto no está 
pensado en la ley, así como tampoco lo está qué va a pasar con los funcionarios que pasan a aportar a la Caja 
Bancaria y no aportan más a DISSE, que se quedarán sin cobertura médica y sin las contraprestaciones que 
tiene DISSE. Capaz que se establece en la reglamentación de la ley, capaz que no; nadie se acordó de todo 
eso. Entonces, pensamos que se tiene que dar una instancia de diálogo antes de la fecha tope para votar este 
tipo de proyecto de ley, a los efectos de aunar opiniones y de que sea lo menos oneroso posible para todos, 
tanto para nosotros, que somos los que tenemos la plata, como para AEBU, para que vea contempladas sus 
reivindicaciones y para que la Caja Bancaria siga funcionando. 


SEÑORA DÍAZ.- Represento a COFUEMA, Cooperativa de Funcionarios de la Enseñanza de 
Maldonado. 


El compañero Vallejo ha expuesto sintética y muy rápidamente una cantidad de puntos que nos han 
sorprendido a las cooperativas en esta última etapa. Venimos de sorpresa en sorpresa. 


El movimiento cooperativo de ahorro y crédito al cual nosotros representamos en el departamento de 
Maldonado de pronto a ustedes les llama la atención que se trate de Maldonado, que se piensa que está por 
encima de las dificultades económicas surge hace más de veinte años y movilizamos capital genuino de 
nuestros socios. No somos una cooperativa como COFAC o ACAC, que mueve otro tipo de capital y tiene 
una intermediación financiera; nosotros no la tenemos. Nosotros nos mantenemos dentro del sistema puro de 


cooperativas, tenemos el contralor de la Auditoría Interna de la Nación, cumplimos con todos los requisitos y 
nos hemos visto sorprendidos en el correr de este año con este proyecto de ley a pesar de haber sido 
instituciones financieras sin fines de lucro, que no tuvimos ningún tipo de asistencia durante la crisis del año 
2002, pero que la soportamos, que salimos de ella y ahora nos encontramos en un momento de expansión, 
aun cuando se nos van agregando con la reforma tributaria una cantidad de elementos que no los teníamos en 
cuenta y que los hemos ido absorbiendo, que nos cae con muy poco tiempo. Como decía nuestro compañero, 
si bien nosotros pertenecemos a una Cámara, nos enteramos ayer de esta situación porque el compañero 
Vallejo participó de la reunión y recién se están movilizando. Nosotros creemos que esto ocurre a destiempo, 
porque nos enteramos que el 24 o el 25 de octubre tendrá que salir o salir este proyecto, a los efectos de 
buscar una solución, porque se acaban los tiempos. Entonces, más allá de las preocupaciones que tenemos, 
nosotros venimos a reivindicar que somos un sector que no ha sido consultado, que somos un sector que 
brinda empleo genuino, que ya hicimos nuestras proyecciones y que nos va a afectar directamente en la 
pérdida de empleo, porque nosotros tenemos una masa social que no tiene más recursos. Los señores 
Diputados saben que el sector público al cual nosotros atendemos sea de municipales o de profesores y 
maestros está sumamente endeudado. Entonces, nosotros como cooperativa nos debemos a la protección de 
nuestros socios, porque les brindamos ese servicio de crédito cuando la banca pública y privada nunca los 
recibió. Los señores Diputados saben que esto es así. Íbamos a golpear puertas y no teníamos acceso porque 
no teníamos capacidad de ahorro. Este no es un tema de este Gobierno, sino de nuestro país, que así se ha 
manejado. 


En el caso de nuestra cooperativa, los docentes no teníamos acceso a los Bancos. La cooperativa fue una 
solución muy importante para el crédito cotidiano, para ayudar en la economía doméstica. O sea que pensar 
en un aumento de los intereses de los préstamos es la última medida que quisiéramos adoptar y solo lo 
haríamos para salvar el movimiento. Pero también pensamos en los jóvenes que nosotros preparamos en el 
sistema cooperativo: en nuestros funcionarios. Acá nos acompaña el señor Garlo, que es funcionario de una 
de las cooperativas y que va a dar su perspectiva. Nosotros pensamos en esos empleos genuinos que damos, 
en esos jóvenes que preparamos en un sistema que creemos que es bueno para el país, porque ha sido 
probado en el mundo que los países salen de la crisis a través del movimiento. Nosotros creemos en el 
movimiento, preparamos a nuestros funcionarios y les damos la oportunidad de un trabajo seguro y genuino. 
Sin duda que si el proyecto de ley es aprobado tal cual está nosotros no sabemos las perspectivas que 
tenemos porque después la ley tendrá su reglamentación y no sabemos hasta dónde podrá incidir, va a influir 
en el desempleo. Ya hemos analizado esto; nuestros asesores contables nos lo han hecho ver. 


Nosotros solicitamos esta entrevista y agradecemos que nos hayan recibido con esta urgencia para buscar en 
ustedes la sensibilidad en la discusión que darán en el Parlamento, mirando no solo la perspectiva que 
presenta AEBU, con todo su derecho, para salvar su Caja Bancaria, sino también la incidencia que va a tener 
la aplicación de la ley tal cual está redactada en este momento y los alcances que pueda tener la 
reglamentación. 


Hay artículos del proyecto de ley que no son del todo claros. Por ejemplo, nosotros no sabemos qué va a 
pasar con la cobertura médica de nuestros funcionarios y no sabemos si con los aportes que realizaremos 
podremos hacer frente a la situación o si esto producirá el cierre de algunas cooperativas. Tal vez otras 
cooperativas con más poderío o con visos de organización bancaria no estén mirando este problema, pero 
nosotros buscamos en ustedes la sensibilidad para lograr que siga la cooperativa genuina, esa que está dentro 
del sistema y que se mueve con el aporte del socio. De pronto se pueden agregar artículos al contenido de la 
ley que tengan en cuenta la organización de las cooperativas. 


Es bueno señalar que hay mucho para hablar acerca de la figura de la cooperativa de ahorro y crédito. Hay 
muchas organizaciones que realmente no son cooperativas, pero que usan la figura de la cooperativa. Vemos 
que permanentemente se abren ventanillas dando préstamos y créditos, de organizaciones que, de un día para 
el otro, aparecen en distintos lugares y no sabemos cómo funcionan; indudablemente, no funcionan como 
deberían, pero usan la figura. Tal vez a ellas no les lleguen las dificultades que nosotros vemos para nuestras 
organizaciones, tal como está redactado el proyecto de ley. 


También queremos dejar claro que mantenemos el espíritu solidario, no solo para nuestras propias empresas, 
sino también para las demás. No nos negamos a la ayuda, aunque muchas veces se nos ha negado. Nosotros 
somos solidarios y queremos apoyar, pero también queremos que se nos escuche y que se puedan evaluar las 
dificultades que tendremos que sobrellevar. 


SEÑOR GARLO.- Represento a CACEPA Cooperativa de Ahorro y Crédito de Empresarios, 
Profesionales y Amigos, cooperativa de actividad cerrada pero abierta, porque no responde a ningún 
grupo determinado ni a ningún gremio. Puede ingresar cualquier persona, siempre y cuando cumpla 
con los requisitos particulares. 


Nosotros tres venimos en representación de cinco cooperativas de Maldonado; la mayoría de ellas tiene una 
trayectoria de más de veinte años. Queremos plantear que esta situación de salvar a la Caja Bancaria está 
perjudicando, en cierta manera, al movimiento cooperativo y a los funcionarios. Como funcionario, como 
gerente de la cooperativa, y luego de haber conversado con algunos compañeros, no nos queda muy claro si 
esto salva a la cooperativa, pero hunde a los funcionarios. Las cooperativas van a pasar a aportar mucho más 
de lo que aportan hoy y los funcionarios perderemos los aportes que hicimos al Banco de Previsión Social y a 
la AFAP; se nos congelará el aporte, no se irá actualizando, se irá devaluando. En el momento en que nos 
vayamos a jubilar, ese aporte prácticamente no va a existir. 


También sabemos que desde hace años la Caja Bancaria tiene esta dificultad y que la proyección es poder 
estabilizarla en 2020. Pero hoy yo me hago la siguiente pregunta: con este panorama mundial que tenemos, 
¿va a seguir el mismo sistema financiero o va a cambiar? ¿Qué podemos esperar para 2015 o para 2020, 
momento en que se estabilizará la Caja Bancaria? Creo que en este proyecto las cooperativas fueron tomadas 
como bancos, cuando no tenemos el mismo sistema de funcionamiento. Sí somos operadores financieros, 
pero con un desarrollo social a nivel económico, dando oportunidades a la masa social, como pagarle la 
mutualista a un precio más barato que en forma particular. Esto también va a afectar el sistema general; si la 
gente empieza a perder las cooperativas o si las cooperativas tienden a nuclearse, no se va a poder acceder a 
ellas. Las cooperativas de ahorro y crédito dan cabida a un sector del sistema económico. Por lo general, el 
asociado a una cooperativa no puede acceder a un préstamo bancario porque no tiene el puntaje necesario o 
porque no puede cumplir con los requisitos, y en la cooperativa sí; es en base a su propio ahorro. 


A partir de la crisis de 2002, el movimiento cooperativo ha empezado a sufrir ciertas cargas que antes no 
tenía. Empezamos aportando IVA a partir de 250 Unidades Reajustables, después el IMABA y luego la 
reforma tributaria empezó a castigar esto es una opinión personal al socio porque hay que hacerle una 
retención sobre sus propios ahorros, cuando él ya pagó ese impuesto porque, evidentemente, de algún lado 
sacó el dinero para hacer el ahorro en la cooperativa. Podríamos discutir sobre esto. Estamos de acuerdo en 
que sobre los intereses o el recupero de la cooperativa se podría cobrar, pero ¿por qué tomarlo como una 
renta de trabajo cuando en realidad es un ahorro? Esto tampoco ha sido tomado en cuenta para el sistema 
bancario, pero sí para las cooperativas. 


Creemos que este proyecto de ley se ha apurado un poco por la situación de la Caja Bancaria. El movimiento 
cooperativo y los funcionarios nunca fuimos consultados. Más allá de que los funcionarios forman parte de 
AEBU, la Asamblea está manejada por el sistema bancario. Por supuesto que en cantidad, en números, no 
estamos en igual posición. Hay que tener en cuenta que las cooperativas no tienen fines de lucro. Nosotros no 
podemos captar ahorros o depósitos, no podemos librar cheques o tarjetas de crédito. Creo que no nos pueden 
tomar de igual forma que al sistema bancario; estamos a años luz de eso. En este proyecto de ley hay una 
inclinación hacia eso y no se ve a las cooperativas de ahorro y crédito genuinas. 


Agradezco que nos hayan recibido y quedamos a las órdenes para seguir discutiendo sobre este tema. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero plantear una cuestión de orden, en función de que después de 
esta delegación entrarán otras; por supuesto, no aspiro a que se dilucide en presencia de los invitados. 


Me queda claro lo que han planteado las Cooperativas de Ahorro y Crédito del departamento de Maldonado; 
creo que acrecienta nuestras dudas con relación al proyecto de ley y, sin duda, por lo menos confirma, 
estando uno a favor o en contra, que se trata de una iniciativa polémica y compleja. 


Ahora bien; me parece que hay cuestiones de orden que la Comisión debe discutir en algún momento, que 
tienen que ver con el tratamiento de la iniciativa y con la presencia del Poder Ejecutivo en algún momento, 
cosa que, por lo visto, no está pautada. 


Sé que no debemos mantener esta discusión delante de los invitados, pero consulto a la Mesa en qué 
momento vamos a analizar estos temas; tal vez lo podríamos hacer al final de la sesión, luego de recibir a 


todas las delegaciones. 


Francamente, este es un aspecto que nos preocupa mucho. Inclusive, el proyecto de ley que se nos repartió 
está inconcluso. La versión que yo tengo llega hasta el artículo 42, pero no sé si la iniciativa tiene cuarenta y 
dos artículos, cien o quinientos. Además, el texto del artículo 42 está cortado; aparentemente, la redacción 
sigue. 


Me parece que esta no es la forma de legislar. Inclusive, nosotros necesitaríamos un comparativo. Aquí lo que 
tenemos es un proyecto de articulado, del primero al último, que además no sabemos cuál es. 


Honestamente, como legislador, me siento agraviado; lo digo con sinceridad. Considero que no se puede 
encarar de esta manera una iniciativa de esta envergadura. 


Le pido disculpas, señor Presidente, porque sé que esto no es su responsabilidad personal, pero en algún 
momento quiero discutir sobre estas cosas; lo digo francamente y, además, porque creo que tengo derecho a 
hacerlo como integrante de la minoría o como miembro titular de la Comisión. 


Repito: si usted me dice que el momento no es ahora que no lo es y es luego de recibir a las delegaciones, 
esperaré hasta ese momento. Sin embargo, desde ya quiero dejar planteado este tema. 


SEÑORA DÍAZ.- También queremos plantear una duda con respecto al Poder Ejecutivo. 


El primer documento que recibimos en este tema fue la discusión interna que tuvo AEBU respecto a la 
elaboración de esta iniciativa conjuntamente con el Poder Ejecutivo. En ese paquete de salvataje, el Poder 
Ejecutivo no incluía a las cooperativas. Mientras analizábamos todo esto nos preguntábamos por qué hubo un 
cambio; y les dejamos planteada esta interrogante. En la documentación que tenemos aclaro que el texto del 
proyecto nos llegó en el día de ayer no encontramos un motivo por el cuál esto se cambió y ahora se incluye a 
las cooperativas. 


Vuelvo a puntualizar algo que ya se dijo: quiero que cuando ustedes discutan este tema tengan en cuenta a las 
cooperativas de crédito genuinas. Esto es importante porque nuestro sistema está invadido por una cantidad 
de "cooperativas" entre comillas, que sospechamos no tienen la estructura correcta de una cooperativa, es 
decir, sus socios, sus asambleas y su legítimo funcionamiento, controlado por la Auditoría Interna de la 
Nación. Nos damos cuenta de esto porque estamos en el movimiento, lo hemos venido armando y sabemos lo 
que cuesta lograr no solo la estructura jurídica sino el funcionamiento de una cooperativa y permanecer el 
tiempo. 


Tal vez haya una información errónea al respecto. Nosotros pensábamos que el Gobierno tenía claro este 
tema, porque en las discusiones en AEBU se manifestó que, en un principio, no se iba a incluir a las 
cooperativas; sin embargo, después sí se las incluyó. 


Entonces, dejamos planteada esta inquietud; de pronto, deliberando, ustedes pueden llegar a una conclusión. 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer una simple aclaración con respecto a lo que recién se manifestó en cuanto 
a las diferencias que puede haber en el uso de la forma jurídica de la cooperativa. 


La Comisión Especial sobre Marco Cooperativo ya ha entregado un borrador de proyecto, en el cual esto 
queda claramente definido y se evita el mal uso de la figura jurídica de la cooperativa, dado que la mayoría 
del sistema político y de la población entiende necesario separar a aquellas que simplemente tienen el título 
de cooperativa. 


Esta iniciativa va por otro lado, pero va a estar pronta prácticamente al mismo tiempo en que entren en 
vigencia algunas de estas disposiciones. 


Todos sabemos que necesariamente esto debe estar aprobado antes del 25 de octubre. Por eso, trabajamos con 
alguna premura, a pesar de todas las dificultades que tuvo la discusión de esta iniciativa. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Pablo Abdala) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece su presencia y sus aportes. Les pedimos disculpas 
por la premura y por haberlos escuchado tan poco tiempo en un tema tan importante. 


(Se retiran de Sala representantes de las Cooperativas de Ahorro y Crédito del departamento de Maldonado) 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Pérez) 


——— Quiero aclarar que hoy no vamos a discutir el proyecto de ley. Parto de la base de que tenemos cuatro 
días incluyendo sábado y domingo para estudiarlo. Hoy recibiremos delegaciones y el lunes analizaremos la 
iniciativa. 


El Poder Ejecutivo no pudo venir hoy porque le avisamos muy sobre la fecha, pero vendrá el lunes a las 15 
horas, con una delegación compuesta por representantes de los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y 
de Economía y Finanzas. 


Por lo tanto, el lunes sesionaríamos a partir de la hora 15 y la única delegación que recibiríamos sería la del 
Poder Ejecutivo. Luego, discutiríamos el proyecto. En ese momento, tendremos oportunidad de estudiarlo y 
contaremos con el repartido. 


SEÑOR POSADA.- Tal como planteaba el señor Diputado Abdala, sería importante que el lunes 
tuviéramos un comparativo entre la ley vigente y la iniciativa propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaría va a hacer todo su esfuerzo a fin de tenerlo pronto para ese 
momento. 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay) 


——— La Comisión de Seguridad Social da la bienvenida a la delegación de la Asociación de Empleados 
Bancarios del Uruguay, AEBU, integrada por los señores Enrique Mateo, Hebert Díaz, Julio Pose, Ernesto 
Palomeque y Gustavo Pérez. 


SEÑOR PÉREZ.- En nombre de la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay queremos 
agradecer a la Comisión de Seguridad Social la deferencia que ha tenido al recibirnos para escuchar 
nuestro punto de vista. 


Vamos a entregar a la Comisión el texto de la resolución adoptada en asamblea general, el 3 de setiembre. De 
esta manea se aprobó lo que para AEBU era la base de las discusiones mantenidas. 


No escapará a los señores Diputados que en todo este tiempo AEBU tuvo protagonismo y fue tenido en 
cuenta para el proceso de discusiones en torno a una mesa de trabajo, en el que también participaron los 
bancos privados y las empresas aseguradoras, exponiendo cada uno sus puntos de vista. AEBU se siente 
reconocido en este proyecto de ley a través de unas cuantas iniciativas. Obviamente, este proceso de 
negociación no fue todo lo ideal que hubiésemos querido, pero reitero que nos reconocemos en decisiones 
que plasman soluciones, que no son transitorias ni a corto plazo sino que apuntan a dar sustentabilidad a la 
Caja Bancaria en el mediano plazo. 


Ese era uno de los elementos centrales que AEBU buscaba en este proceso, es decir, fortalecer la autonomía 
de la Caja Bancaria y su sustentabilidad hacia el futuro, pero no solo pensando en el colectivo que hoy la 
integra sino también incorporando trabajadores provenientes del mercado financiero o de crédito. En todo 
momento pensamos que la integración de nuevos trabajadores debía ser una incorporación a una solución, 
porque no se puede pretender incorporar trabajadores para sustentar algo que termine en un fracaso o para 
sustentar déficit. 


Esta es la forma en que lo vemos y es el modo en que se fue diseñando un modelo de financiamiento con la 
participación equitativa y equilibrada de las partes. A este financiamiento a corto plazo van a contribuir las 
empresas, los trabajadores, los jubilados a través de sus prestaciones y el Estado. 


Este financiamiento a corto plazo tendrá un tiempo, que estará determinado por el equilibrio de la Caja 
Bancaria. A partir de ahí, ese financiamiento ya no será necesario, por lo que las prestaciones comenzarán a 
disminuir. Al equilibrio se llegará con las adecuaciones de las variables actuariales futuras, en las cuales hay 
una aproximación al régimen general de la seguridad social, manteniendo algunas especificidades 
provenientes del propio sector y de las aportaciones. Este es un sistema de un solo pilar, por lo cual se torna 
necesario que haya algunas especificidades. 


Para nosotros la incorporación del nuevo campo afiliatorio es un elemento central. Una Caja del sistema 
financiero debe contemplar a todo el mercado. La intención de AEBU apuntaba a incorporar un mayor campo 
afiliatorio, pero las ideas provenientes del Poder Ejecutivo fundamentalmente determinaron que dicho campo 
afiliatorio fuera el que se ha establecido. Este es un tema sobre el que hay que seguir trabajando en el futuro. 


Hay que cerrar esta etapa seguramente este proyecto de ley se apruebe, pero luego hay que seguir buscando 
posibilidades para que el campo afilitorio se complemente con la incorporación de todo el sistema financiero 
público y privado. Digo esto porque han quedado por el camino las redes de pago, de las casas de cambio, la 
Agencia Nacional de Vivienda y algunas otras entidades que conformarán parte de este conglomerado 
financiero, y porque que en el futuro los trabajadores, las empresas el Parlamento y el Poder Ejecutivo 
deberemos darnos los mecanismos para evaluar de qué forma se pueden incorporar. 


Este proyecto de ley, que respeta integramente lo resuelto por la asamblea general de AEBU, cierra con 
satisfacción una etapa transitoria y compleja que, además, tenía plazo, porque todos sabíamos que, de no 
existir una solución, durante los primeros meses del año que viene la Caja Bancaria iba a tener dificultades 
con sus pagos. 


Reitero que desde nuestro punto de vista se cierra satisfactoriamente una etapa y se abre otra de futuro más 
cierto para nuestros jubilados, para nuestros trabajadores, para quienes se incorporan y para el conjunto de la 
sociedad, que tiene la certeza de que a partir de ahora la Caja Bancaria no será un problema con el que tendrá 
que cargar sino que esta se enmarca dentro de la seguridad social con su situación saneada y con 
perspectivas. 


SEÑOR DÍAZ.- Represento a los jubilados bancarios afiliados a la Asociación de Empleados Bancarios 
del Uruguay. Somos 7.000 jubilados agrupados en torno a AEBU, en un universo de 17.000 personas. 
En la asamblea general del gremio pudimos visualizar que más del 90% de los jubilados bancarios 
presentes votaron este proyecto, porque entendimos que era bueno. Nosotros venimos haciendo aportes 
desde hace años para financiar la Caja Bancaria y para llegar a este momento, en el que definimos una 
salida durarera para la institución. Por eso los jubilados visualizamos que esta era una solución que 
nos daba tranquilidad. 


SEÑOR BLASINA.- Hace instantes recibimos a una delegación de cooperativas de Maldonado. No era 
el momento de preguntar a quién representaban, si integraban una Asociación de Cooperativas a nivel 
nacional o si solo eran simplemente cooperativas del departamento de Maldonado. La pregunta que 
quiero hacer está referida a algo que se manifestó en cuanto a que el ingreso en el campo afiliatorio de 
la Caja Bancaria de las cooperativas de ahorro y crédito era algo repentino, que no se manejó desde el 
primer momento. Yo tengo una visión sobre cómo fueron las cosas, y supongo que los legisladores 
integrantes de la Comisión y quienes hoy nos visitan conocen bien esto, porque hace mucho tiempo que 
se viene hablando de este tema. Se viene hablando de algunos temas que podrían ser controversiales 
respecto a quienes ingresaron en el campo afiliatorio. Concretamente, la pregunta es: ¿desde el primer 
momento en las conversaciones, que nunca fueron absolutamente cerradas, se manejó el ingreso en el 
campo afiliatorio de la Caja Bancaria de las cooperativas de ahorro y crédito o apareció al final? 


SEÑOR POSE.- Siempre se manejó, no solo en este último período sino que institucionalmente la Caja 
Bancaria, cuyo primer proyecto fue del año 1987 a la salida de la dictadura, ya planteaba la 
incorporación de las cooperativas. Hubo un segundo proyecto en el año 1994 que se aprobó 
parcialmente en el que no se incluyeron, pero siempre estuvo planteado que en el campo afiliatorio de 
la parte financiera deberían estar incluidas. Por supuesto que esta oportunidad hubo también todo un 
trabajo técnico que se hizo con los Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y de Economía y Finanzas. 
Se trabajó analizando explícitamente todos los grupos con la información que se solicitó a las 
autoridades que tienen la información necesaria. Eso fue conocido públicamente. No todo ese campo 


afiliatorio, como decía el Presidente, está amparado en esta solución, pero por supuesto que las 
cooperativas siempre fueron parte de los grupos considerados, prácticamente desde el año 1987. 


Naturalmente, en estos dos últimos años de negociaciones un poco más afinadas y con elementos concretos 
también estuvieron consideradas, tanto por el sindicato como por la propia Caja de manera institucional. El 
proyecto de 2001 no es del sindicato, por más que fue aprobado en una asamblea general, sino de la propia 
Caja, y desde ese tiempo está reflejado. 


SEÑOR BLASINA.- Quisiera complementar la primera pregunta con una segunda para que quede 
más claro lo que dije al principio. Naturalmente, esto lo conocía no tengo por qué ocultarlo, pero es 
muy importante que sea manifestado por ustedes. 


La pregunta complementaria se refiere a lo siguiente, y me parece un hecho absolutamente ineludible para 
considerar este asunto. El problema de la Caja Bancaria se viene arrastrando desde hace bastante tiempo. Eso 
motivó una ley durante el Gobierno del Partido Nacional en el año 1994, que parcialmente integró algunas 
cooperativas. Pero yo vengo un poco más acá. Según tengo entendido, en el año 2001, el Consejo Honorario 
de la Caja de Jubilaciones Bancarias no la Asociación de Bancarios del Uruguay aprobó un proyecto de ley 
en el cual se incluía a todas las cooperativas de ahorro y crédito. Ese proyecto de ley, que surgió insisto del 
Consejo Honorario de la Caja de Jubilaciones Bancarias en el año 2001, fue puesto a consideración y 
aprobado en una asamblea que se hizo en el mismo lugar en el que se realizó la reciente asamblea en el 
Palacio Peñarol con la participación, según tengo entendido, de más de seis mil personas. En ese proyecto 
estaban incluidas las cooperativas de ahorro y crédito. Este es el fundamento de la pregunta que hacía 
inicialmente. Digo esto para que, por lo menos, este tema quede claro en cuanto a la historia de la 
incorporación de las cooperativas de ahorro y crédito. En todo caso, la diferencia entre las cooperativas 
realmente auténticas y las cooperativas truchas es un elemento que debería considerarse aparte por las 
autoridades que en el pasado, en el presente y en el futuro deben controlar que estas situaciones no suceden, 
pero que no tienen absolutamente nada que ver con las consideraciones que se hicieron en 2001, a los efectos 
de hablar de las cooperativas de ahorro y crédito genéricamente, que era la única forma como se podía hablar 
en ese momento. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Me parece muy interesante la consulta del señor Diputado Blasina. 
Quisiera saber, en función de que tengo nula experiencia con relación al gremio bancario el señor 
Diputado la tiene más que yo, porque proviene de allí, dos aspectos en cuanto a lo que podríamos 
llamar la distinción entre la historia reciente y la historia más remota. Con relación a las cooperativas 
de ahorro y crédito, se mencionaba recién que es una alternativa que se viene manejando de larga data. 
Como toda cuestión opinable, habrá habido opiniones a favor o en contra, pero ese es un planto. El 
otro tiene que ver con la dilucidación del tema de la reforma de la Caja Bancaria y su salvataje, en 
función de la grave situación financiera que atraviesa, que estamos analizando ahora, y que se ha 
terminado de procesar en el último tramo de la historia reciente, concretamente en el curso del actual 
año 2008. Me parece que la pregunta merece respuestas en los dos planos. En todo caso, una es la 
tradición que este tema pueda tener en materia de la discusión sobre lo favorable o lo adverso de que 
las cooperativas integren el sistema bancario o formen parte de la Caja Bancaria. Otra que fue lo que 
escuchamos hace un rato, es si las cooperativas fueron efectivamente consultadas e integradas a la 
negociación, ya no en abstracto sino específicamente referidas a este proyecto de ley que estamos 
analizando. Me parece que la pregunta del Diputado Blasina vale en los dos planos y sería bueno tener 
una respuesta para ambos. 


Como se ha mencionado el tema de la asamblea de AEBU, a los efectos de tener el dato objetivo nos 
interesaría saber porque francamente no lo sé cuántos afiliados tiene AEBUÚ, cuántos concurrieron a la 
asamblea y cuántos votaron por la solución que el señor Pérez acaba de presentar. 


SEÑOR POSE.- Voy a complementar el tema con un elemento más. 


En todo el período largo que hubo recuerdo que se formó una Comisión parlamentaria a partir del proyecto 
2001, que integraron todos los partidos políticos, en el Senado, y trabajaron sobre un material en el cual 
también como dije anteriormente estaban incluidas las cooperativas. Esa Comisión la integraron los 


Senadores Gallinal, Korzeniak y Correa Fleitas, entre otros. Se hizo un largo trabajo, el problema terminó y 
no hubo iniciativa del Poder Ejecutivo para admitir esa solución. 


Respecto a lo que señalaba el señor Diputado, nosotros fuimos convocados por los Ministerios a reuniones en 
las cuales estuvieron presentes la Asociación de Bancos y las compañías de seguros. No estuvimos presentes 
como sindicato en ningún ámbito en el que hubiera cooperativas que fueran a ser incorporadas, por lo menos 
en la parte de los estudios. 


SEÑOR PÉREZ.- Provengo del cooperativismo; gran parte de mi vida fui empleado de una 
cooperativa de ahorro y crédito. Precisamente, ingresamos a la Caja Bancaria en 1994, como señaló el 
señor Diputado Blasina, momento en el cual el Partido Nacional tuvo la iniciativa de viabilizar un 
proyecto de ley por el que la Caja obtuvo un paliativo, transitorio, pero paliativo al fin. 


En cuanto al cooperativismo, hay varios temas a considerar. Uno de ellos tiene que ver con un fenómeno 
bastante reciente, que es el de la desnaturalización jurídica que han tenido algunas cooperativas, 
constituyendo un problema que el Estado uruguayo tiene que abordar de alguna manera. Si bien no se puede 
asumir este problema a partir de un proyecto vinculado a la Caja Bancaria, evidentemente hay que abordarlo. 


Lo que creo que está fuera de toda discusión para quienes están en la actividad financiera cooperativa es que 
el cooperativismo, cuando se inserta en ese rubro, hace actividad financiera; a nadie le pueden quedar dudas a 
este respecto. En este sentido, aquella ley distinguía entre quienes hacían actividad de intermediación 
financiera y aquellas que no captaban depósitos, o las empresas que se podrían llamar de capitalización. 
Como toda distinción, fue arbitraria, fruto de algún análisis, pero realmente no refleja el fondo del problema 
que es la actividad en sí misma. 


Por lo tanto, creo que se trata de un tema conocido, que se viene debatiendo en todo el país, en particular por 
parte del cooperativismo, que lo viene discutiendo desde hace muchos años. De modo que me da la 
impresión de que actualmente queda bien resuelto. 


Con respecto a la otra parte de la consulta, AEBU cuenta con aproximadamente 14.000 afiliados, entre 
trabajadores activos y jubilados. En el momento de la votación se habían registrado 5.700 afiliados. Hay que 
tener en cuenta que en la asamblea se registró el ingreso y el egreso a través de un sistema informático, por lo 
que los registros están, son comprobables. Obviamente, los votos no se contaron, pero fue una mayoría a ojos 
vista, de por lo menos 4 a 1, es decir que aproximadamente cinco mil trabajadores votaron a favor de esta 
iniciativa, y este es un pronunciamiento que, para la interna del gremio y creo que para el conjunto de la 
sociedad tiene una significación importante de apoyo en lo que hace al debate y a la convicción sobre 
determinadas ideas. Precisamente, la resolución que vamos a dejar en poder de la Comisión muestra sin 
equívocos la conformidad con lo que se presentó a la asamblea, que fue el producto de la trabajosa 
negociación con el Poder Ejecutivo y las empresas, y que creemos que el proyecto a consideración plasma 
íntegramente esas ideas. 


SEÑOR PALOMEQUE.- Si bien el concepto fue expresado por el Presidente del gremio, Gustavo 
Pérez, al comienzo de la sesión, quiero agregar que nuestro planteamiento, recogido en el proyecto de 
ley, en el sentido de incorporar al campo afiliatorio a aquellas empresas que realizan actividad 
financiera no resulta simplemente de la intención de solucionar una cuestión financiera de la Caja, en 
el sentido de ver de dónde sacábamos nuevos aportantes y que entonces se nos ocurrió hacer una lista 
de empresas, en forma arbitraria o antojadiza. No fue ese el concepto, sin duda, sino el que proviene de 
la transformación de un sistema financiero uruguayo que quienes estamos acá más o menos conocemos 
y sabemos que fue sufriendo una transformación desde la década de los años sesenta y setenta hasta el 
presente. En efecto, este sistema financiero no es más aquel que funcionaba exclusivamente a través de 
los bancos por lo cual, entonces, los aportantes de aquella Caja Bancaria eran esencialmente los 
trabajadores de los bancos, y no de empresas que surgieron hace unos años, como las cooperativas de 
ahorro que se mencionan, y las administradoras de crédito, que no existían, ya que fueron producto de 
legislación posterior. Además, debemos tener en cuenta el cambio de condición de esas empresas, a las 
que se llamó cooperativas de ahorro cuando en realidad no son cooperativas. Pero ese no es tema de 
discusión en esta instancia. 


Lo sustancial que quiero marcar es la transformación que sufrió nuestro sistema financiero, que dejó de ser la 
suma de algunos bancos que en algún momento fueron más de veinte, para llegar a esta situación, en la que 
existen bancos, administradoras de crédito, cooperativas de ahorro, o empresas que este proyecto de ley no 
toma en cuenta aunque también realizan actividad financiera, algo que deberá ser tema de discusión en el 
futuro, porque la historia no termina hoy. 


Entonces, este proyecto hace justicia y adecua la realidad en la ley. Antes existía la realidad y se reflejaba en 
la ley: aportábamos todos los trabajadores que hacíamos actividad financiera. Pero esa situación no existe 
desde muchos años. Por lo tanto, este proyecto, que acompañó en forma abrumadora nuestra asamblea, 
ordena y regulariza una situación que nos parece que la vida fue transformando. Todos conocemos esa 
realidad. Entonces, esta iniciativa es un gran paso para "ordenar la cancha" como decimos los uruguayos, 
poniendo dentro de la Caja Bancaria a aquellos trabajadores que desempeñan tareas en distintas empresas del 
país, tareas que provienen de la actividad financiera. Creemos que este es un concepto muy importante, que 
no se queda simplemente en solucionar un aspecto financiero de la Caja Bancaria, porque también apunta a 
actualizar la realidad que la propia vida del país, en particular el sistema financiero, fue sufriendo en los 
últimos años. 


SEÑOR POSE.- Con respecto a una de las preguntas del señor Diputado Pablo Abdala quiero agregar 
que en el grupo técnico del que participamos se estudiaron grupos de actividad más que empresas 
individualizadas, una por una. Por nuestra parte, como sindicato, tenemos la tranquilidad de que nos 
habíamos autoimpuesto no se lo imponíamos a nadie, solo a nosotros determinadas condiciones para 
apoyar algún proyecto. Dos de esas condiciones fueron las que señaló el Presidente. En primer lugar, 
que no podía existir incertidumbre respecto de la viabilidad de la Caja, porque no estábamos 
dispuestos a acompañar la incorporación de trabajadores a una solución de corto plazo. La segunda 
condición muy importante para las cooperativas, pero también para todos los que serán incorporados 
era que las soluciones no tuvieran como resultado un deterioro de los derechos de los trabajadores bajo 
ningún punto de vista. Y con la simple lectura del proyecto se puede advertir que se mantienen los 
niveles de aporte actuales exactamente como están, y que no se consagra en el proyecto una solución 
con trabajadores clase A o B: quienes hoy estamos en la Caja Bancaria seguiremos aportando con 
niveles superiores, y quienes ingresen mantendrán sus actuales niveles de aporte, pero los beneficios 
serán iguales para todos. 


Por lo tanto, tenemos la tranquilidad de que la incorporación de nuevos aportantes de ninguna manera 
representa un perjuicio, y estamos dispuestos a señalarlo y demostrarlo donde corresponda. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación que nos haya brindado su aporte. 


(Se retira la delegación de AEBU) 


——— En el día de ayer, a la hora 17 y 44, recibimos un correo electrónico con el proyecto de ley completo, o 
sea que este material está a disposición en nuestras computadoras y podemos bajarlo para trabajar con él. 


Con respecto al comparativo, nuestro asesor, el doctor Sánchez, nos va a dar una explicación. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Recién hicimos contacto con Información Legislativa a los efectos de que nos 
proporcionara la ley vigente. Se trata de la ley número diez mil y pico, o sea que es de la década del 
cincuenta o un poquito antes. Resulta que esa ley tiene innumerables modificaciones realizadas por 
otras leyes, que no están incorporadas al mismo cuerpo normativo. Por tanto, están todas 
desperdigadas. Esto implica que la realización de un comparativo es una tarea prácticamente 
imposible por esa razón, más en los tiempos que tenemos por delante. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero dejar una breve constancia. 


Entiendo las razones que se invocan; obviamente, esto no es responsabilidad ni puede ser imputable al 
soporte administrativo y técnico de la Comisión. Sin perjuicio de ello, me parece que es un dato tan objetivo 


como el que acabo de mencionar la circunstancia de que aprobar en estas condiciones una ley que en algún 
sentido modifica, o más que modificar, reformula íntegramente la ley orgánica de la Caja Bancaria, es 
legislar a ciegas. 


Era la constancia que quería dejar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero recordar a los señores legisladores que hoy estamos recibiendo 
delegaciones, reiterar que tenemos a disposición en nuestras computadoras el proyecto completo y que 
disponemos de cuatro días para hacer el estudio. 


En lo personal, debo decir que he encargado todo este material a un equipo asesor del que dispongo en el 
despacho, que ya está trabajando en la ley y preparando un comparativo. 


SEÑOR BLASINA.- No tengo el ánimo de polemizar ahora ni tratar de dilucidar la cuestión hoy. Pero 
sí quiero hacer referencia a lo que se planteó respecto al trámite cosa no menor, y en cuanto a la 
disponibilidad del proyecto de ley y los repartidos en tiempo real, quiero significar lo siguiente. Luego, 
me someteré al procedimiento, que tal vez esté documentado. 


Esto fue remitido el día lunes. Como se sabe, quien recibe los proyectos es el Presidente de la Asamblea 
General, que lo derivó inmediatamente a la Cámara de Diputados. De manera que a mí también me extraña 
que no esté hecho el repartido, ¿eh? Habría que ver, entonces, dónde están las responsabilidades. ¿Está claro? 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Está perfecto. 


SEÑOR ASTI.- Señor Presidente: propongo que la Comisión reciba a la siguiente delegación, que está 
esperando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me acaba de informar el señor Secretario que las normas referidas van a 
quedar prontas en el transcurso de la jornada de hoy. 


SEÑOR POSADA.- De todas maneras, sería oportuno que por lo menos se reparta el cuerpo básico de 
la ley_ madre que creó la Caja de Jubilaciones y Pensiones. Nos parece que ello será un auxilio para 
tratar de comparar medianamente algunas de las modificaciones que están planteadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que la Secretaría va a solicitar a Información Legislativa 
copias para cada uno de los integrantes. 


(Ingresa a Sala una delegación de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias) 


——- La Comisión de Seguridad Social da la bienvenida a una delegación de la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones Bancarias, integrada por los señores Leomar Pastorino, Gerardo Moratorio, Walberto de León, 
Gustavo Weare y Roberto Genta. 


SEÑOR PASTORINO.- Yo soy el Presidente de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, en 
representación del Poder Ejecutivo. 


En principio queremos dar las gracias por recibirnos. 


Como Consejo Honorario, hemos entregado a la Secretaría una resolución que va a tomar estado público. En 
lo que me es personal, debo manifestar total beneplácito por el proyecto de ley que hoy tiene a consideración 
la Cámara de Diputados. Se trata del fruto de muchos años de trabajo para la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones Bancarias. Si bien en esta recta final la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, en tanto 
institución, no participó de la redacción de este proyecto, proporcionó permanentemente todos los insumos a 
estos fines, como también a la Asociación de Bancos Privados del Uruguay para que en su oportunidad 
también hiciera sus propuestas, que fueron canalizadas a través del Poder Ejecutivo. 


Para nosotros, este proyecto es el corolario de una preocupación que se remonta al año 1985. En febrero de 
ese año recuperamos la administración, después de haber sido intervenida. Los servicios actuariales de la 
Caja de la década del sesenta anticipaban la situación que esta institución iba a soportar a fines de siglo; ello 
fue bastante acertado. La Caja debió haber sido reformada en la década de los setenta, pero la intervención y 
la dictadura lo hicieron imposible. Entonces, se aplicó el Acto N* 9 y, obviamente, quedó como todo el resto 
de los trabajadores, que tenían derechos adquiridos pero no tenían posibilidad de poder acogerse a ellos. 


Como decía, en 1985 la Caja Bancaria se abocó al trabajo que debió haber hecho en la década del setenta. En 
1987 se eleva el primer proyecto, donde, precisamente, se tocan los temas que hoy vienen a ser resueltos: 
ampliación del campo afiliatorio, la evolución del sistema bancario y las modalidades financieras, así como 
también como cualquier otra actividad, la evolución que el mundo del trabajo va pautando, sobre todo lo que 
refiere a las tecnologías y las políticas que se adoptan en cada oportunidad. 


El proyecto de ley del año 1987, que ya contemplaba el campo afiliatorio y nuevas modalidades de 
financiamiento, no fue considerado por el Poder Ejecutivo de aquel entonces. 


En 1992 la Caja vuelve a elevar un proyecto. En 1994, por suerte, el Poder Ejecutivo de la época asumió su 
responsabilidad y presentó una iniciativa sobre algunos aspectos planteados por la Caja que, de alguna 
manera, le permitieron sortear dos o tres lustros. Inmediatamente a esta situación, la Caja siguió analizando 
atentamente sus estudios actuariales sobre la situación y, en diciembre del año 2001, elabora un último 
proyecto que el Consejo Honorario, sin votos en contra, elevó al Parlamento. Allí se considera lo relativo al 
campo afiliatorio, nuevas bases de financiamiento, reforma paramétrica, aporte de los pasivos y la posibilidad 
de que el IRP que pagaban los bancarios pudiera quedar, a los efectos de poder solventar la problemática. En 
ese período hubo una Comisión que trabajó a nivel de la Cámara de Senadores, junto con los Ministerios de 
Trabajo y Seguridad Social y de Economía y Finanzas, pero que no dio ningún fruto. 


Evidentemente, el tema se había agravado porque la Caja ya consumía las utilidades de sus reservas; luego 
nos encontramos con que el tema termina pasando para este período. Nuestro gobierno asume la 
responsabilidad de dar una salida a este tema y se consulta a la Facultad, que ratifica la información que la 
Caja elevó a los Ministerios correspondientes. Luego de una negociación muy ardua se llega a un acuerdo y 
está claro que todos los actores han contribuido a la salida de esta situación, algo que ya no es un problema 
del colectivo bancario porque se habla de más de ciento veinte mil personas, si tenemos en cuenta a los 
treinta y un mil afiliados entre activos y pasivos más sus grupos familiares. Si no se encontrara una salida en 
el corto plazo, de agotarse nuestras reservas en el primer semestre de 2009, se generaría un problema grave 
para toda la sociedad uruguaya. 


Todos sabemos que los costos que tenemos que pagar son gravosos para las partes involucradas. Y no digo 
esto en nombre de los jubilados porque ellos no van a empezar a pagar esto en 2009 ya que lo vienen 
pagando desde octubre de 2004 dado que cada pasivo deja una de sus pasividades anuales al Fondo 
Jubilatorio para atenuar esta situación. Ahora, no tenemos dudas de que esto va a ser resuelto por el 
Parlamento. A su vez, los bancos aportan un adicional desde enero de 2003, algo que ha dilatado un poco la 
situación límite en la que hoy estamos. 


En lo personal, me he preocupado de analizar el proyecto en profundidad; no acompañaría ningún proyecto 
que pudiera perjudicar a alguna empresa o a algún trabajador en el presente inmediato, a mediano o a largo 
plazo. En tal sentido, debo manifestar que ante cualquier situación que surja del estudio concienzudo y 
responsable de este proyecto, seremos los primeros en tomar la iniciativa para corregirla. 


Hoy temprano leí la prensa y vi que hay preocupación por un grupo de empresas que pasarían al campo 
afiliatorio. Se trata de empresas que siempre debieron estar en la Caja de Jubilaciones Bancarias. El tema 
ahora está invertido: no es que ahora tengan que pasar a integrarla sino que debieron aportar a la Caja desde 
su creación porque desempeñan actividades financieras. 


Como Presidente de la Caja no desde hace tres años sino desde el último período, debo decir que ninguna 
empresa o grupo de trabajadores se ha presentado a pedir la información correspondiente. De esa manera 
hubiéramos podido dar tranquilidad en cuanto a que no van a tener ninguna consecuencia negativa, ni como 
empresas ni como trabajadores. La Caja es una institución con una reputación de 83 años en materia de 
gestión transparente. Los Poderes públicos tienen, al décimo día hábil de cada mes vencido, el informe de 
gestión, con los números transparentes, y no sé si en el país habrá otra institución que haya logrado esta 


transparencia administrativa. Por lo tanto, seguimos abiertos para poder evacuar todas las dudas que puedan 
tener las empresas y los trabajadores a los efectos de demostrarles que no van a tener ningún perjuicio. 


Hoy día pasa que hay trabajadores que están en un régimen, entran en un banco y pasan a otro o, al revés, 
trabajadores que están afiliados a la Caja Bancaria que se retiran de la actividad bancaria y que pasan a otro 
régimen. Esos trabajadores no tienen ningún perjuicio por cambiar de régimen. 


Creo que el proyecto da mayor integralidad y, si bien recibe a trabajadores de otro régimen, también por 
primera vez da obligaciones. Esto la transforma en una institución con mayores posibilidades de resguardar 
en forma más integral los derechos fundamentales de la seguridad social. 


En suma, estoy complacido con el proyecto y deseo una inmediata sanción parlamentaria. 
SEÑOR MORATORIO.- Quiero señalar algunas cuestiones importantes. 


Este Consejo Honorario se presentó en esta misma Comisión sobre mediados del año pasado para señalar con 
mucho énfasis su rechazo absoluto a la propuesta del Poder Ejecutivo realizada en aquella oportunidad. Por 
lo tanto, ahora, este Consejo Honorario no tiene ninguna duda en señalar sus posiciones de cara a la situación 
planteada. Con el mismo énfasis con que en aquella oportunidad señalábamos nuestra más absoluta 
discrepancia con la propuesta del Poder Ejecutivo, hoy remarcamos nuestro apoyo a esta solución. Lo 
hacemos en función de algunas consideraciones que nos parece que no deberían escapar a la consideración 
del Parlamento. 


Voy a comentar la primera porque me parece que es de muchísima trascendencia. Estamos ante la inminencia 
de la cesación de pagos por parte de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias. Si unimos esto a las 
responsabilidades del Estado en materia de cubrir las contingencias de la seguridad social, se nos plantea un 
desafío de no menor importancia. La eventualidad de cese de las posibilidades de pago por parte de la Caja 
Bancaria significaría para el Estado y para la sociedad en su conjunto hacerse cargo de un déficit de 
proporciones muy significativas, que ubicábamos el año pasado y que mantenemos actualmente en el entorno 
de los US$ 120:000.000 o US$ 130:000.000 anuales. Este es el dinero que debería pagar el Estado para 
cumplir con el pago puntual de las jubilaciones y pensiones bancarias. Por lo tanto, en menos de un mes las 
posibilidades para resolver esto quedan agotadas. La necesidad de resolver esto en un muy breve plazo es una 
cuestión que no puede escapar a la consideración del Parlamento ni de ninguno de los actores involucrados 
en esta situación. 


Quienes estamos involucrados en los alcances de este proyecto podemos señalar diferencias, pero creo que 
debemos proponer caminos alternativos que permitan encontrar una salida con integralidad, que asegure el 
pago de las prestaciones y que no genere perjuicios significativos para ninguno de los involucrados. Esta es 
una cuestión de primer orden porque muchas veces es posible asistir a resistencias de parte de algunos 
actores, que son legítimas; sin embargo, debemos encontrar una salida para que se pueda hacer efectiva la 
asistencia del Estado que nosotros ubicamos entre los US$ 120:000.000 y los US$ 130:000.000. 


Cuando el año pasado señalábamos que teníamos diferencias con las propuestas del Poder Ejecutivo y hoy 
señalamos coincidencias, lo hacemos en función de algunos aspectos. 


En primer lugar porque la propuesta que está a consideración tiene integralidad desde el punto de vista de la 
seguridad social. No se trata de una propuesta que introduzca algunos parches que solucionen temporalmente 
la situación en el corto plazo. 


En segundo término, queremos decir que tiene cuatro o cinco aspectos sustantivos que recogen la propuesta 
que este Consejo Honorario elevó al Poder Ejecutivo en diciembre de 2001. 


Nosotros queremos hacer mención a algunos aspectos 


Primero, la Caja, en la propuesta que elevó al Poder Ejecutivo en 2001, señalaba la necesidad de no hacer 
modificaciones sustanciales al sistema de seguridad social que la regía hasta ese momento. Este proyecto 
recoge esa aspiración que tenía la Caja Bancaria en su momento y la mantiene bajo un régimen de seguridad 
social con un sistema de reparto que a nosotros nos parece una cuestión sustantiva. 


Segundo, ese proyecto del año 2001 trataba de ir a los aspectos medulares que corrigieran, en el largo plazo, 
los problemas que había generado la situación de déficit que enfrentaba la Caja. En primer lugar, la necesidad 
del reconocimiento de que toda la actividad financiera estuviese bajo el amparo de la Caja Bancaria, de la 
misma manera que todos los profesionales están bajo el amparo de la Caja Profesional o los escribanos bajo 
el de la Caja Notarial; de la misma manera que los policías tributan a la Caja Policial y los trabajadores del 
campo a la Caja Rural, dentro del BPS, no había, ni hay hoy, razón alguna para que esto no esté reconocido 
dentro de lo que es el universo de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias. 


En segundo lugar, la necesidad de modificar sustancialmente la forma de tributación que se realiza para el 
financiamiento de la seguridad social. En este sentido, ya en 2001 nosotros proponíamos la necesidad de 
desgravar progresivamente las cargas sobre el trabajo y veíamos la necesidad indispensable de que esas 
cargas sobre el trabajo se transfirieran a cargas sobre la actividad, tratando, en la medida de lo posible y en 
aquella oportunidad lo señalábamos de esa manera que esa carga sobre la actividad no tuviese un peso 
importante y decisivo a la hora de la traslación de esos costos hacía el resto de la sociedad. Entendemos que 
no hay un traslado efectivo de los costos cuando ese gravamen sobre la actividad lo único que hace es venir 
en contraposición de la disminución de las aportaciones sobre la masa salarial. 


Nos parece que se trata de dos cuestiones de sustancial importancia que están recogidas y contempladas en el 
proyecto que ha sido elevado por el Poder Ejecutivo a consideración de las Cámaras. 


Desde estos puntos de vista, nos parece que la iniciativa que hoy está a consideración recoge los aspectos 
sustanciales de la propuesta que ya este Consejo Honorario había elevado en el año 2001. Por tanto, 
manifestamos nuestro acuerdo, más allá de que cada uno de los actores y sectores involucrados en esto 
podamos hacer señalamientos en cuanto a que no se contemplan integralmente nuestras aspiraciones. Esto es 
absolutamente lógico porque esto es producto de un proceso de discusión que ha sido muy largo, que ha 
llevado más de tres años y que respeta una relación de equilibrios que no es sencilla, que es muy delicada y 
que es necesario preservar en su integralidad. 


SEÑOR POSADA.- En el Mensaje del Poder Ejecutivo se hace mención a que la relación activo-pasivo 
actual de la Caja es 0,78. Hay una afirmación en el sentido de que la incorporación de 4.600 nuevos 
afiliados va a significar que esta relación activo pasivo supere la unidad. ¿La Caja ha hecho algún 
cálculo de cuál será el impacto real que tendrá la incorporación de estos nuevos trabajadores a la 
aportación a la Caja Bancaria? 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Voy a realizar dos consultas muy concretas. 


La primera se vincula con lo que acaba de preguntar el señor Posada. Me interesaría saber, concretamente, 
más allá de la expresión porcentual, de cuántas personas, entre activos y pasivos, estamos hablando, cuando 
nos referimos a la relación deficitaria que todos conocemos y que se menciona en la exposición de motivos. 


Voy a realizar mi segunda consulta. Me consta que la Caja Bancaria no integra el Poder Ejecutivo, que es una 
persona pública paraestatal pero, obviamente, el Poder Ejecutivo tiene delegados en su Consejo Honorario. A 
mí me llegó la versión de que el Ministerio de Economía y Finanzas y se lo vamos a preguntar al señor 
Ministro o a las autoridades del Ministerio cuando comparezcan oportunamente en la Comisión encargó un 
estudio al Instituto de Estadísticas de la Facultad de Ciencias Económicas sobre el impacto que esta solución 
generaría con relación a la ampliación del campo afiliatorio en el destino y en la suerte de esos trabajadores. 
Quisiera saber si el Consejo Honorario tiene conocimiento de la existencia de ese informe. Si está en poder 
de ustedes, ¿es posible que nosotros lo conozcamos? 


SEÑOR WEARE.- En cuanto al número de trabajadores que se incorporarían a partir del campo 
afiliatorio definido, nosotros tenemos una estimación que surge a partir del trabajo que realizó el 
ámbito técnico de negociación. Ustedes saben que durante este proceso de negociación que fue 
cumplido por las partes no por la Caja como instituto, pero sí por los distintos órdenes con el Poder 
Ejecutivo, representado a través de los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Economía y 
Finanzas, funcionó una comisión técnica donde se analizaron los aspectos valga la redundancia de 
carácter técnico. Allí se hizo un relevamiento primario porque en sí no hay información en cuanto a las 
empresas que cumplen actividad financiera en el país. La información surge de varios ámbitos. Por 


ejemplo, hay un relevamiento a partir de las definiciones de categoría de actividad, etcétera, que 
realiza el Instituto de Estadística. También hay definiciones a partir de algunos decretos que establecen 
esto en la Dirección General Impositiva, etcétera. Entonces, a partir de distintas fuentes, se conformó 
un universo a considerar para el cual se le pidió información al Banco de Previsión Social. A partir de 
ese relevamiento y con datos al cierre del año 2006, podemos decir que estos sectores que se propone 
integren el instituto rondarían los 4.600 trabajadores. Todos somos conscientes de que en 2007 hubo un 
crecimiento en los niveles de actividad y, particularmente, en estos rubros. Por lo tanto, es dable 
suponer que en efecto el número esté rondando una cifra mayor a aquella del año 2006 que, insisto, 
estaba ubicada en los 4.600 trabajadores que se incorporarían. Esto en primer lugar. 


En segundo término, el señor Diputado preguntaba cuál era la relación hoy. Son 12.600 activos si no me 
traiciona la memoria y el número de pasivos es aproximadamente 16.900. 


Aquí hay una cuestión: la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias siempre analiza, no solo la relación 
demográfica, uno a uno, sino también lo que se llama "compensación equivalente", equiparando los montos 
de pensión que a veces están subdivididos en varios beneficiarios. 


Con respecto a las restantes preguntas, deseo señalar que tenemos conocimiento inclusive, la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones Bancarias lo tuvo en su poder del estudio inicial de la administración que realizó la 
Facultad de Ciencias Económicas, encargado por los Ministerios, con relación a la situación de diagnóstico 
de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias. Este estudio, un trabajo que valoramos como serio, 
coincidió como no podía ser de otra manera con todas las proyecciones que el Instituto ya había aportado al 
Ministerio. No tenemos conocimiento de que se haya encargado a este organismo la realización de un estudio 
específico en la materia sobre la que consulta el señor Diputado. Este fue uno de los temas que estuvo 
analizando la Comisión Técnica que funcionó, insisto, con la representación de los Ministerios y de las 
partes, y concretamente al estudiar la ampliación del campo afiliatorio, concluye que al realizar cálculos para 
evaluar si los trabajadores que están en el régimen mixto al pasar al sistema solidario de la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones Bancarias sufrirían algún perjuicio y se encontró que no se verían perjudicados por 
este cambio. Este es el análisis que se hizo a partir del trabajo que se realizó en el propio ámbito y por parte 
de los propios servicios de la Caja Bancaria, pero el informe que leímos es el de los Ministerios; el trabajo 
técnico se le pidió a los servicios de la Caja. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece los aportes que ha realizado la delegación. 


(Se retira de Sala la delegación de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación Nacional de Afiliados, ANDA, y de la Asociación de 
Funcionarios de ANDA, compuesta por el señor Washington Almada, Presidente, el doctor Hugo Speranza, 
Vicepresidente, el contador Juan José Pereyra, Director General, y por los señores Alberto Mesa, Presidente 
del Sindicato de ANDA y Marcos Otegui, dirigente gremial de ANDA) 


——- La Comisión da la bienvenida a la delegación integrada por representantes de la Asociación Nacional de 
Afiliados y por la Asociación de Funcionarios de ANDA. 


SEÑOR ALMADA.- Agradecemos la invitación que se nos ha cursado para exponer la posición de 
ANDA ante la posibilidad de ingresar a la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias. Al respecto 
debo decir que nuestra posición es negativa. En ANDA reivindicamos una pertenencia histórica al 
Banco de Previsión Social, ya que se creó en 1933 mediante negociaciones realizadas en el seno de lo 
que era el Instituto Jubilatorio de Industria y Comercio y Servicios Públicos de aquella época. 
Comienza a funcionar en un local muy pequeño, ubicado en la calle Piedras que fue cedido por una 
Comisión de Quejas del mencionado Instituto. Entonces, reitero, hay una pertenencia histórica de 
ANDA al BPS, que reivindicamos, pues queremos seguir perteneciendo. "También la Ley_N” 9299 de 
marzo de 1934, que estableció mecanismos de retención sobre sueldos y pasividades, crea en su artículo 
4” la figura del delegado del BPS como interventor de ANDA a los efectos de participar como lo hace en 
la actualidad en las Asambleas Generales Ordinarias, y además recabar la información que estime 
conveniente. En esto también hay un vínculo entre ANDA y el Banco de Previsión Social. Cuando 
negociamos la pertenencia de ANDA en los Consejos de Salarios, el Ministerio de Trabajo y Seguridad 


Social también se colocó a ANDA en el sector de comercio, alejado del financiero. Este es otro elemento 
que hace al fortalecimiento de ANDA en ese aspecto. La naturaleza jurídica de ANDA es la de una 
asociación civil, sin fines de lucro, y la forma como concebimos a ANDA es la de un programa social en 
bien de la sociedad uruguaya a través de los 137.000 afiliados con que cuenta, a los que se brinda 
servicios médicos y odontológicos que se extienden al núcleo familiar, por lo que una población de 
400.000 uruguayos está vinculada a la institución. También son servicios históricos, que datan del año 
1933; se trata de una serie de servicios que tienen que ver con la salud, con el crédito al consumo y con 
los alquileres. Hoy ANDA sigue prestando un servicio con un crédito social que tiene una de las tasas de 
interés más bajas del país, similares a las del Banco de la República. Pero, además, porque entendemos 
que ANDA es un programa social en función de sus afiliados, queremos reflexionar acerca de algunos 
números que hoy tiene la institución, acerca de cómo está conformada y de por qué hoy ANDA ocupa 
un sitio al brindar a la sociedad los servicios que se necesitan. 


Desde setiembre del año 2002 hasta el 30 de setiembre de 2008 han ingresado a la institución cuarenta y 
cinco mil trescientos veintiún uruguayos como afiliados netos. Pero si tomamos desde setiembre de 2005 a 
setiembre de 2008, ha ingresado una cantidad neta de treinta y dos mil ochocientos treinta y dos uruguayos al 
caudal social de la institución. Eso nos está diciendo que ANDA está ofreciendo una serie de servicios que 
solamente presta ella en el país. El área de la salud es también un servicio importantísimo y muy requerido 
por los afiliados. En el servicio médico, específicamente, se reciben más de nueve mil consultas mensuales. 
ANDA también ha destinado para este fin una parte importante de sus costos. Creemos que es importante 
decir que ANDA ha destinado a la parte edilicia de los servicios médicos tres mil doscientos doce metros 
cuadrados de construcción y mil doscientos setenta y dos metros cuadrados para las clínicas odontológicas, a 
lo largo y a lo ancho del país 


Decimos con propiedad es así que ANDA es la única institución a nivel público y privado que tiene una 
política única de asistencia odontológica en todo el país, con nuestros propios servicios, con nuestras propias 
policlínicas y con recursos humanos que también tienen una relación laboral con la institución. Pero, además, 
ANDA creemos que es importante es una institución que a través de su funcionamiento es una generadora de 
empleo. Aquí tenemos algunos números. Tomando como referencia el 1” de enero de 2005, podemos decir 
que en ANDA se generaron seiscientos ochenta y un puestos de trabajo. De ellos, trescientos treinta y uno 
hoy son funcionarios permanentes, con absoluta estabilidad laboral y ciento treinta y nueve funcionarios 
están realizando suplencias rutinarias, es decir, que también forman parte de los cuadros funcionales de la 
institución. O sea que desde enero de 2005 a la fecha, ANDA ha generado cuatrocientos setenta puestos de 
trabajo. Doscientos once ya tuvieron su oportunidad de trabajo y hoy no están en la organización. 


También es importante destacar cómo está conformado nuestro caudal social porque, en realidad, nuestros 
afiliados son los verdaderos propietarios de la institución. Tenemos treinta mil afiliados con ingresos de hasta 
$ 5.000, setenta y ocho mil afiliados, con ingresos de hasta $ 10.000, y ciento treinta mil afiliados con 
ingresos de hasta $ 20.000. Esta es la conformación socioeconómica de nuestro caudal social. Además, 
nuestra negativa de ingresar a la Caja Bancaria refiere a que ANDA también tendrá un costo por hacerlo; no 
es que entramos en las mismas condiciones. Sí es verdad que el aporte patronal va a ser de un 7,5% al igual 
que lo es hoy al Banco de Previsión Social, pero hay una prestación complementaria en el literal C) del 
artículo 28, que dice que el cuatro por diez mil del saldo al fin de cada mes de activos propios radicado en el 
país hay que verterlo en la Caja Bancaria. Esto hace que el aporte patronal se eleve al 10% lo que, 
evidentemente, de alguna manera tiene que ser trasladado a este sector de uruguayos que conforman nuestro 
caudal social. Entendemos que esta situación no es justa y que es una muy mala solución para, de alguna 
manera, hacer posible la viabilidad de una Caja con treinta mil uruguayos, cuyos sueldos en actividad son de 
$ 55.000 y cuyas pasividades son de $ 35.000. Me parece que la solución es sumamente injusta y de ahí que 
no la compartimos. 


Voy a hacer algunas referencias más que me parecen importantes. Hoy ANDA cuenta con mil sesenta y nueve 
funcionarios. De ellos, trescientos cincuenta y uno cumplen funciones pura y exclusivamente en el área de la 
salud, es decir, más de un tercio de los funcionarios que hoy tiene la institución. Si a ellos les sumamos los 
funcionarios administrativos que trabajan en la parte de alquileres otro servicio claramente social y en la de 
turismo, se eleva la cantidad a cuatrocientos un funcionarios. Y los que están afectados directamente al 
servicio de este crédito social del que hablamos son trescientos un funcionarios. 


Nos parece que también es bueno que se conozcan los servicios que ANDA presta al núcleo familiar en el 
tema de la salud. Los afiliados a ANDA con ingresos en la actividad pasiva de $ 7.000 en adelante pagan una 
cuota social de $ 389 y el sector activo, de $ 8.000 en adelante, paga $ 477. Esta cuota social permite acceder 
a la totalidad de los servicios de salud al afiliado, al cónyuge y a los hijos hasta los 21 años. 


Además, entendemos que es bueno para el Estado y para la sociedad que ANDA se mantenga en esta 
situación de certidumbre, porque ya transitó por la gran crisis que vivió el Uruguay en el año 2002, de la cual 
salió con alguna lastimadura, pero no suprimió ninguno de los servicios que brinda. Creemos que el servicio 
de crédito que brindó fue de los únicos que existían en aquellos momentos en el país, cuando ni siquiera se 
concedía el crédito social del Banco de la República, que en aquel entonces estaba quebrado. Y ANDA fue un 
colchón social para la sociedad al brindar ese crédito para el consumo, porque más del 50% del caudal social 
utiliza nuestro crédito para la alimentación y el promedio de cada uno de esos créditos es de $ 500. O sea que 
este hecho habla a las claras de cuál es el cometido de ANDA en la sociedad. Entonces, queremos 
mantenernos fuera por esto y porque, además, no tenemos nada que ver con la actividad bancaria. 


En 2008 estamos cumpliendo 75 años. Hemos sido incluidos en una Caja hecho que desconocíamos en la 
cual van a ingresar cuatro mil quinientos uruguayos. Estábamos convencidos de que no seríamos incluidos en 
este proyecto, razón por la cual nos tomó de sorpresa la decisión, de quienes elaboraron este proyecto, de 
incluir a ANDA en la Caja Bancaria. 


Asimismo, nuestra posición se ve fortalecida porque tenemos la suerte de contar con el apoyo del sindicato 
de ANDA, en la misma postura, que nos acompaña y con el que hemos hecho un frente común ante esta 
situación. 


SEÑOR OTEGUI.- Represento a la Asociación de Funcionarios de ANDA. 


No vamos a abundar en los temas de contenido, que fue la perspectiva que planteó la institución y su 
Presidente. Desde el punto de vista del sindicato, nos encontramos con dos problemas. Uno, hace a la forma 
en que se ha tratado la reforma de la Caja Bancaria; otro, por supuesto, hace a los contenidos. Muchas veces, 
la forma también determina gran parte de los contenidos, por lo menos, como a uno se le presentan. 


A instancias de nuestro sindicato y de nuestra Federación FUECL hace unos diez días solicitamos una 
entrevista con AEBU y tomamos conocimiento de este proyecto de reforma del sistema previsional bancario 
que incluye a los trabajadores de ANDA y a otro conjunto de trabajadores. 


Lo primero que queremos decir es que en ningún momento fuimos consultados como trabajadores. En ningún 
momento los trabajadores de ANDA, y probablemente los trabajadores del resto de las instituciones o 
empresas que van a ser incluidas dentro de este sistema previsional, fuimos consultados. Creemos que no hay 
trabajadores clase A y clase B; somos todos trabajadores con los mismos derechos, con la misma capacidad 
de formar opinión y de definir cuál es nuestro mejor destino en materia previsional. En esto tenemos una 
opinión. 


Esto, al conjunto de trabajadores de ANDA, nos coloca en una situación de incertidumbre. Deseamos que la 
Caja Bancaria dure muchos años, que se encuentren las soluciones más adecuadas a sus problemas, pero esto 
a priori nos coloca en una situación, por lo menos, de dudas razonables, porque no se nos consultó, porque no 
se nos informó. Es más: este Gobierno ha tenido sistemáticamente una actitud distinta. Las grandes reformas 
que ha debatido la sociedad uruguaya han sido discutidas democráticamente: la reforma de la salud, la 
reforma de la educación. Toda reforma, para ser sólida y sustentable en el tiempo, necesita que las partes que 
están involucradas en el problema den su opinión; me refiero a partes pequeñas o grandes, que representen a 
diez personas o a mil, como representamos nosotros. Los trabajadores de ANDA no tuvimos esa oportunidad. 
No tuvimos un ámbito para discutir esto. 


Eso, a priori, nos coloca en una situación de recelo con respecto a esta propuesta. Además, estamos hablando 
de diez días. Acá no ha habido tiempo de profundizar, de tener asesoramiento técnico, de conversar con todos 
los actores involucrados sobre cuál va a ser nuestra seguridad al enfrentar la jubilación dentro de veinte, 
treinta o cuarenta años. Este es un tema sensible para cualquier trabajador. En un momento de enorme 
incertidumbre, como el que vivimos cotidianamente, la tranquilidad de tener un trabajo que ofrece 
estabilidad, ingresos decorosos y que nos asegura la jubilación en el futuro, no es un tema menor. Esa 


seguridad la tenían los trabajadores de ANDA; frente a este escenario, no la tienen o, por lo menos, se les 
generan dudas razonables. Si hay algo claro es que a la hora de pensar en el momento de la jubilación nadie 
ofrece mayor seguridad que el Banco de Previsión Social. Esa era nuestra realidad. Nosotros no teníamos un 
problema en materia de jubilación. Los trabajadores de ANDA no teníamos un problema; teníamos ese tema 
resuelto. Ahora, se nos incorpora a un proyecto de ley de una Caja que necesita una reforma porque atraviesa 
una profunda crisis. Nosotros no tenemos ninguna garantía de que esta reforma vaya a ser una solución, por 
lo menos así como está planteada, sin posibilidad de haberla discutido en profundidad, democráticamente y 
con los tiempos suficientes. Eso genera incertidumbre en los trabajadores de ANDA. 


Esto es lo que queríamos trasmitir a la Comisión. A su vez, compartimos gran parte del argumento que da la 
institución en el sentido de que nosotros no somos parte de una institución financiera. El hecho de dar 
créditos no iguala a todos de la misma forma; inclusive en eso creemos que el proyecto es débil, porque 
iguala cosas que no son iguales. No es lo mismo el crédito que proporciona ANDA y sus características que 
el de un banco. Son cosas distintas, no deberían ser tratadas de la misma forma. Estamos hablando de cosas 
totalmente diferentes. Desde nuestro punto de vista, el hecho de dar crédito no nos ubica dentro del ámbito 
financiero ni nos debería ubicar dentro del sistema previsional bancario. 


SEÑOR PEREYRA.- Soy el Director General de ANDA. 


Quiero hacer algún comentario breve. Cuando hablamos de que ANDA no tiene fines de lucro, lo que 
estamos diciendo es que las ganancias que debe tener ANDA porque es una empresa privada las destina en un 
porcentaje muy importante a subsidiar servicios que no tienen relación con la actividad financiera. Me refiero 
al servicio médico y al servicio odontológico a los que hizo referencia el Presidente, que tienen un subsidio 
del orden del 76%. De manera que cuando decimos que es una institución que no tiene fines de lucro, lo que 
queremos decir es que un porcentaje importante de su resultado se destina a financiar servicios a una parte 
muy importante de la población del Uruguay, servicios de muy buena calidad y muy bien valorados como son 
los servicios odontológico y médico que no se subsidian. Es imposible que con la cuota que se cobra por ese 
servicio o por los servicios específicos se financie el servicio médico y el servicio odontológico; por lo tanto, 
tienen que ser financiados por el resto de las actividades. Este es un elemento importante a tener en cuenta. 


Hay otro elemento que me preocupa. Estuve leyendo con mucha atención el reportaje que hicieron al 
Presidente de AEBU en el día de ayer. Él dice que hay un problema de deterioro de la relación activo-pasivo 
en la Caja Bancaria. Específicamente, dice que el aporte por planilla perjudica a los bancos estatales y 
beneficia a los bancos privados pequeños que han hecho negocios trabajando con la especulación. También 
dice que la solución es que aporten en función de sus ganancias. Esto lo dice el Presidente de AEBU. 


Creo, precisamente, que este no es el caso. Acá se diría que se aporte en función de las ganancias, pero yo 
digo que el aporte que pueda realizar ANDA de alguna manera va contra la equidad contributiva a la cual 
también hace referencia, en el sentido de que va a ser necesario aumentar la cuota o los intereses que 
cobramos a una cantidad de afiliados para financiar a un grupo que desde el punto de vista social y 
económico está en una mejor posición. Eso es contradictorio; va contra la equidad en el aporte. Esto es lo que 
nos parece preocupante. Si nos cargan con esa tasa que aparece en el artículo 28, necesariamente vamos a 
tener que tomar alguna medida que no repercutirá directamente en los funcionarios, sino en los afiliados, que 
es gente de menores recursos que la que se procura financiar debido a que la Caja tiene este déficit. Además, 
se trata de un déficit estructural. Tenemos dudas de que esta sea una solución de fondo, ya que se trata de un 
problema estructural. En definitiva, este problema se va a repetir dentro de cuatro o cinco años. 


SEÑOR POSADA.- ¿Cuánto representa el 2,5% adicional que tendrían que estar contribuyendo? 
SEÑOR ALMADA.- Aproximadamente $ 700.000 mensuales. 
SEÑOR BLASINA.- Me ha resultado interesante la exposición. 


Se han descrito las actividades que realiza la Asociación Nacional De Afiliados; sin duda, se trata de 
actividades sociales. En primera instancia, no advierto por qué estas actividades se verían alteradas por el 
hecho de pertenecer a otra institución de seguridad social, diferente a la que integraron durante muchos años. 


Creo que todas esas actividades perfectamente se pueden seguir realizando; sin embargo, obviamente, no es 
nuestro ánimo discutir ahora este punto. 


En lo que tiene que ver con los trabajadores, no advierto que puedan sufrir un perjuicio; van a seguir 
aportando igual que hasta el día de hoy y van a tener garantizadas todas las coberturas de seguridad social, 
sin ningún tipo de excepción, tal como lo establece específicamente el proyecto. En todo caso, la afectación 
se podría observar por el lado de que parte de los trabajadores hoy aportan al Banco de Previsión Social que 
es la única institución que se ha mencionado pero también hay una parte que aporta a las AFAP. Cabe aclarar 
que esos fondos no se pierden. Esos fondos se siguen capitalizando; no pasan a la bolsa de la Caja Bancaria 
ni a la bolsa del Banco de Previsión Social. 


Por otra parte, en la Caja Bancaria estos trabajadores van a tener beneficios que hoy no tienen en el Banco de 
Previsión Social; seguramente, esto se ha advertido. 


No queríamos hacer una pregunta específica sobre cuál es el nivel salarial en la institución pero, al pasar, su 

Presidente lo ha mencionado. Entonces, yo parto de la siguiente base. Actualmente, en el Banco de Previsión 
Social, ese nivel salarial está afectado por un problema sobre el cual continuamente oímos reclamos que son 
absolutamente justos: los topes. De ocurrir el ingreso a la Caja Bancaria, ese problema teniendo en cuenta el 
nivel salarial prácticamente desaparecería. Entonces, esta es una ventaja notoria para los trabajadores. 


Aclaro que en este sentido no hago ningún tipo de distinción. Yo parto de la base que quien gana un salario 
decoroso será porque se lo merece. No critico ese tipo de cosas ni el escalonamiento salarial que pueda 
existir; no digo eso. Lo que digo es que me parece que el nivel salarial de ANDA es aceptable, en términos 
generales; hay una buena cantidad de trabajadores que acceden a un nivel salarial que los coloca dentro del 
sector de personas que perciben salarios relativamente importantes. 


Insisto: esta ventaja no se ha mencionado; por eso yo hago alusión a ella. Quisiera saber si esto se ha 
advertido o no, porque es un aspecto específico, concreto, que no se debería dejar de lado a la hora de 
analizar las características de este proyecto que está a consideración del Parlamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero agregar algunas consultas. 


La primera de ellas más allá de que uno pueda presumir la respuesta, sería interesante algún concepto 
adicional a los que se han formulado tiene que ver con un aspecto que aquí se ha señalado como preocupante 
y sin duda lo es: la prestación complementaria que prevé el proyecto de ley. Sin perjuicio de que ya se ha 
afirmado y expresado claramente que eso terminará afectando a los propios usuarios del sistema y a los 
afiliados a ANDA, quisiera saber si ustedes han hecho un cálculo de en qué medida se dará esa afectación y 
en qué se traducirá concretamente; presumo que en un encarecimiento del crédito o, eventualmente, en el 
recorte de otros beneficios. Entonces, sería interesante conocer un concepto adicional en este sentido. 


En segundo lugar voy a hacer una valoración de carácter político, pero me parece interesante conocer el 
estado de ánimo de la institución o, por lo menos, de su sindicato y de su Comisión Directiva. 


El lunes, cuando el Poder Ejecutivo anunció este proyecto de ley, a la hora de explicar la situación de ANDA 
a esa hora su sindicato desarrollaba una manifestación frente a la casa presidencial, los voceros del Gobierno 
expresaron que su incorporación estaba dada por que uno de sus negocios o de sus rubros tiene que ver con la 
intermediación financiera, con el préstamo de dinero. Quisiera saber cómo se valora eso desde el punto de 
vista político, aunque no en el sentido partidario porque ANDA no es un partido político pero sí es un actor 
social muy importante. 


Aprovecho a decir que estamos frente a una institución que es orgullo de todos los uruguayos. Lo digo 
porque tuve oportunidad de visitarla y de conocerla más en profundidad. Independientemente, me parece que 
esto es algo que está a la vista de toda la ciudadanía. 


Volviendo al tema, parecería que para el Gobierno lo que ha habido es una calificación técnica de un aspecto, 
aunque no sea el único; alcanza con que la intermediación financiera técnicamente califique a los efectos de 
considerar que están incluidos en el nuevo campo afiliatorio. Me gustaría que se brindara un concepto con 
relación a eso. 


SEÑOR POSADA.- Quisiera saber cuál es el promedio de edad de los trabajadores de ANDA. 


SEÑOR ALMADA.- En este momento no tengo los datos sobre el promedio etario, pero ronda los 
cuarenta y cinco años. 


En cuanto al estado de ánimo de la institución, debemos decir que es de mucha preocupación. Hoy en día 
tenemos absoluta certeza de cuál es la situación de ANDA dentro del Banco de Previsión Social. Además, 
como dijimos, tenemos connotaciones históricas muy ligadas al Banco de Previsión Social. 


Por otra parte, ANDA quiere seguir siendo un proyecto social importante complementario a las políticas 
básicas que presta el Estado, desarrollando acciones en el área de la salud, de la vivienda a través de nuestra 
garantía de alquiler, y de la alimentación, a través del crédito social. 


También estamos preocupados porque sentimos que fuimos convidados de piedra. 


Además, tenemos que incorporarnos a una Caja que tiene notorias dificultades de existencia. Está claro se ha 
dicho y hay información en este sentido que a partir del año 2009 se dejarían de pagar las pasividades. Esta 
es una institución recurrente, porque en el año 1994 también se incorporaron cinco mil trabajadores a la Caja 
Bancaria a efectos de que pudiera salir de una situación crítica similar a la de hoy. A catorce años, volvemos a 
estar en la misma situación. 


También debemos tener en cuenta que esta medida tiene un costo para ANDA; ya lo hemos dicho. Me refiero 
a que es esta prestación complementaria hace que el aporte patronal suba del 7,5% al 10%. 


Además, la actual relación entre activo y pasivo es de más de un pasivo por cada activo. Y aunque estos 
4.500 nuevos trabajadores se incorporen a la Caja Bancaria, igual habrá superioridad de pasivos sobre los 
activos. A nosotros eso no nos da ninguna certeza ni seguridad para seguir desarrollando la tarea de servicio 
social, que es complementaria a la que realiza el Estado y que, reitero, ANDA la está haciendo muy bien. 


Debe ser de conocimiento público que ANDA está trabajando intensamente en la construcción de una nueva 
clínica médica para satisfacer los requerimientos de salud de nuestros afiliados, con una inversión muy 
importante en un servicio como decía el contador Pereyra que tiene una subvención del 76% 


Nuestro pasaje a la Caja Bancaria determinará que cuando surjan nuevos inconvenientes lo primero que 
habrá que hacer serán mayores sacrificios de parte de los trabajadores y de las empresas como lógicamente 
debe ser, y estamos convencidos de que este es un proyecto que determinará que se continúe con la 
superioridad de pasivos sobre los activos, que no es sustentable en el tiempo y hace peligrar el contenido 
social de nuestra institución. 


Eso es lo que entendemos de la situación. Debería haber otra solución real, que existe. Entiendo la 
preocupación del Gobierno, pero la solución no pasa por este proyecto de ley. Además, se eligió a una 
institución importante en el concierto nacional por su poderío, porque son mil trabajadores más. Se eligió a 
ANDA y a tres o cuatro empresas más. El sector financiero en el país es mucho más amplio y se podría haber 
tenido en cuenta esos 4.500 recursos nuevos para integrar la Caja Bancaria que algunos entienden que la 
harían sustentable en otros sectores que no han sido contemplados. 


SEÑOR SPERANZA.- A nosotros nos sorprendieron las valoraciones del señor Subsecretario de 
Trabajo y Seguridad Social, doctor Bruni. Debemos confesar una carencia interna respecto a exhibir lo 
que hace la asociación con respecto a la sociedad, para que los encargados de dictar regulaciones 
tengan más conocimiento y sepan a quiénes pueden estar afectando. Esta es una tarea a mejorar por 
parte de este Consejo Administrativo y de los trabajadores. 


ANDA no es una institución de intermediación financiera. No capta ahorro público ni depósitos. Es una 
administradora de crédito, clasificada de este modo por el Banco Central debido a una parte de la actividad 
que realiza. De esto se agarró el Gobierno para decir que una de las actividades que realiza es la concesión de 
crédito y, por lo tanto, objetivamente queda incorporada. Sin embargo, este no es el único y exclusivo 
objetivo de la institución, pues su meta es multipropósito y es así desde 1933. ANDA no es nueva, no es 
novedosa, no tiene cinco, diez ni veinte años, sino que tiene setenta y cinco años. 


Como bien ha mencionado el Presidente, ANDA tiene 1.069 funcionarios, y eso es lo que la condena. Paga $ 
27:000.000 mensuales por concepto de sueldo. El imponible sobre el que se aporta al Banco de Previsión 
Social es un promedio de $ 27.000, incluidos los técnicos de la salud, odontólogos, médicos, etcétera. Si 
hablamos de los trabajadores afectados directamente al área de crédito, ese promedio disminuye. 


Estamos convencidos de que ANDA realiza una labor social importante, pero no se nos ha valorado. Ese es el 
motivo de nuestros planteos, reparos y posición, que no tienen nada que ver con los requerimientos de los 
trabajadores bancarios, que deben bregar por la supervivencia de la Caja Bancaria, o de los pasivos, jubilados 
y pensionistas bancarios, que también tienen que dar su lucha para que la institución pueda sobrevivir. 
Reitero que esos planteos nos parecen razonables, de recibo y que no tenemos nada en contra, pero queremos 
dejar marcada cuál es la posición de ANDA y cómo se verá afectada por esta situación. 


SEÑOR OTEGUL- Parte de las preguntas fueron contestadas en las intervenciones anteriores. 


Sin duda tenemos salarios que son decorosos para la realidad de Uruguay. Con respecto al futuro previsional, 
al escenario de ser parte de la Caja Bancaria y a cuáles podrían ser los beneficios o los perjuicios, creo que 
hay que volver a lo primero. 


Nosotros lo miramos de afuera. Estamos tomando contacto con este proyecto ahora. Los trabajadores de 
ANDA no teníamos un problema a la hora de pensar la jubilación ¿Esto puede llegar a ser mejor? Quizás sí, 
pero esto no es una ruleta. Por lo menos los trabajadores de ANDA no lo tomamos así. No aspiramos a ser 
bancarios. Somos muy conscientes de la institución en la que trabajamos y también somos muy conscientes 
de la realidad del país. Los trabajadores uruguayos no pueden aspirar a ser bancarios es una realidad, ni todos 
los jubilados de Uruguay pueden aspirar a ser jubilados bancarios ¡Tampoco! Y este es un tema de fondo para 
un sindicato. 


Por lo tanto, nuestra perspectiva no es la de ver si sacamos $ 10 más o menos, sino que hasta ahora teníamos 
seguridad en materia previsional, pero se nos pasa a un sistema que demostró ser un ejemplo en Uruguay, que 
significó cosas muy importantes en una etapa del país, pero lo cierto es que hoy estamos en otro Uruguay. 
Entonces, acá hay una perspectiva, en primer lugar, como trabajadores de ANDA, pero también como 
trabajadores y ciudadanos. La sociedad está destinando un conjunto importante de recursos para sostener 
17.000 jubilaciones. Nosotros somos 1.000 trabajadores y ANDA tiene 140.000 socios, pero los trabajadores 
y jubilados uruguayos son muchos más. El Estado pone US$ 100:000.000 y también ponen los bancos, y eso 
es mucho dinero. 


Quizás hay que poner ese dinero, y no nos compete a nosotros resolver al respecto. Sí nos compete defender 
los derechos de nuestros trabajadores, que hasta ahora no tenían ningún problema en materia previsional. 
Vemos un sistema previsional, en este caso el bancario, que no es cuestionado por una mala administración 
porque no la ha tenido y todo el mundo es consciente de ello sino por una realidad del Uruguay que ha 
cambiado. Quizás habría que haberse tomado los tiempos y las posibilidades de discutirlo más en 
profundidad. Hoy simplemente estamos tratando de dar respuesta a esta realidad que se nos impuso desde 
afuera y, en base a eso, salimos a decir lo que nos parece que defiende mejor los intereses de nuestros 
trabajadores. 


SEÑOR POSADA.- Como el señor Diputado Blasina hizo algunos juicios de valor, me parece que la 
delegación que está presente debe llevarse por lo menos otra mirada sobre este tema que, en todo caso, 
abona lo que ha dicho recién el representante de los trabajadores de ANDA. 


Por ejemplo, se hizo referencia a que el tope estaría más arriba, lo que, en consecuencia, sería un virtual 
beneficio. El promedio de edad de los trabajadores de ANDA es de cuarenta y cinco años, y la gran mayoría 
de ellos está en el sistema actual que estableció la Ley_N* 16.713. Por tanto, no tienen tope. Su jubilación será 
en función del ahorro que realicen durante todo este tiempo, una parte servida por el Banco de Previsión 
Social y otra por las Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional. O sea que desde ese punto de vista no 
hay beneficio. 


¿Cuál es realmente el perjuicio? El perjuicio está en las dudas sobre la perspectiva de futuro de la Caja 
Bancaria, porque con todo esto que se plantea a través de este proyecto, una relación activo-pasivo de 0,78 de 
0,80 para redondear con todo este movimiento pasa a ser de 1,02. Vale decir me atrevo a afirmarlo desde ya 


que dentro de diez o quince años estaremos exactamente en el mismo problema: hablando de la viabilidad de 
la Caja Bancaria. 


Como hubo juicios de valor no me parece que sea lo que corresponda realizar delante de las delegaciones que 
vienen me pareció que no se podía dejar que la delegación se retirara sin que, por lo menos, escuchara una 
campana distinta respecto a cómo vemos este proyecto de ley que está a consideración del Parlamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la concurrencia de la delegación y tomaremos en cuenta las 
inquietudes que se han vertido. 


(Se retira de Sala la Asociación Nacional de Afiliados ANDA y la Asociación de Funcionarios de ANDA) 


(Ingresa a Sala una delegación gremial de OCA, integrada por las señoras María del Rosario Vega, Nury 
Blanco y Claudia Medeiros y por el señor Javier Presedo) 


——— Damos la bienvenida a la delegación gremial de OCA, a quienes cedemos la palabra. 


SEÑOR PRESEDO.- Queremos agradecer a la Comisión la posibilidad que nos han dado de poder 
expresarnos. 


El primer aspecto que nos interesa remarcar, por hechos de pública notoriedad ocurridos en los últimos 
tiempos, es que nosotros somos los legítimos representantes los trabajadores de OCA. Hace más de diez años 
que nos hemos sindicalizado y surgimos de lo que son las prácticas habituales reconocidas por la OIT e, 
inclusive, por el derecho uruguayo y las normas de elección, como el voto secreto, la continuidad y la 
periodicidad, entre otras. Ha habido apariciones en medios de prensa y en otros ámbitos de compañeros de 
trabajo nuestros que han pretendido asumir un rol que no tienen, porque formalmente lo decimos con total 
tranquilidad y firmeza no representan a nadie. 


Con respecto al tema específico de la Comisión, como trabajadores sindicalizados de OCA queremos 
remarcar que el régimen jubilatorio no nos toma como protagonistas en estos últimos tiempos. Nosotros ya 
hemos participado de una histórica asamblea del gremio bancario en el 2001 creo que los integrantes de esta 
Comisión tienen conocimiento de ello, que se ocupó de la situación del instituto previsional de la Caja 
Bancaria. Obviamente, el paso del tiempo y las circunstancias han llevado a lo que nos encontramos hoy. 
Entonces, para nosotros el tema viene de larga data. 


Nuestra intención en el día de hoy es reafirmar concreta y claramente el apoyo de los trabajadores 
organizados de OCA a este proyecto de ley, porque hemos tenido la posibilidad de participar en él. Creo que 
es importante resaltar que ese proyecto de ley no es el del Poder Ejecutivo, como se ha dicho por ahí. Ese 
proyecto de ley surge del proceso de negociación llevado a cabo en el último período entre los distintos 
actores convocados en el tema: los trabajadores, las empresas y el Estado. 


Nosotros apoyamos esta salida. Es más: la consideramos más que buena, porque resuelve bien algunos 
aspectos que son pilares de esta problemática. Para empezar, reconoce la naturaleza de las cosas, porque 
nosotros estamos en una actividad que tiene una Caja específica que la ampara. Entonces, por la razón del 
artillero o por naturaleza de las cosas, si yo trabajo en el sistema financiero y hay una Caja del sistema 
financiero llamada Caja Bancaria, lo lógico es que los aportes de mi actividad vaya ahí. 


Ante la realidad de que todavía no estábamos participando, consideramos que hay que contemplar algunas 
cuestiones como, por ejemplo, no lesionar derechos, porque también se trata de derechos y garantías que 
debemos tener los ciudadanos. Nosotros estamos completamente convencidos de esta solución porque, 
además, el hecho de reconocer la naturaleza de las cosas no lesiona derechos. Como trabajadores no nos 
sentimos perjudicados por el cambio de régimen sino más seguros. Entonces, el proyecto reconoce la 
naturaleza de las cosas, no lesiona derechos y, fundamentalmente, para nosotros que sí lo tenemos resuelto 
como trabajadores organizados del sistema financiero; es más, lo tenemos resuelto como PIT-CNT, nos saca 
de un sistema que, como trabajadores, no nos parece el más adecuado. Nosotros decimos que salimos del 
llamado sistema mixto, que tiene un componente importante de incertidumbre esto es: el régimen de AFAP 
que existe en Uruguay, y pasamos a un régimen de seguridad social que entendemos que básicamente hace un 
énfasis importante en la seguridad. A nuestro entender, ser trabajador sobre todo en estas latitudes, donde es 


un privilegio tener trabajo, y regularizado, no en negro es una condición que se mantiene durante toda la 
vida, porque uno es trabajador cuando está en actividad, pero también cuando pasa a un estado de pasividad. 
Por eso decimos que el primer tiempo de un régimen de seguridad social es cuando uno está en actividad, y 
por eso es que para nosotros este proyecto también es saludable, porque ayuda, aporta elementos que pueden 
llevar a controlar la actividad que hoy desarrollan una cantidad de empresas que actualmente están fuera de 
lo que es el sistema financiero. Un régimen de seguridad social, sobre todo, debe reconocer que un trabajador 
tiene que seguir percibiendo una remuneración mensual digna a efectos lograr su manutención cuando no 
esté en tiempos de actividad. 


Entendemos que estos aspectos, que para nosotros son fundamentales, este proyecto los resuelve y muy bien. 
No es un proyecto como hemos escuchado por ahí que pretenda "patearla para adelante", ver qué pasa 
después o diferir el problema. Creemos que avanza bastante en dos aspectos. En primer lugar, en el campo 
afiliatorio, ya que, como recién dije, reconoce la naturaleza de las cosas, es decir: se termina con una 
situación que se venía arrastrando por "n" circunstancias, y hay que reconocer que eso debe ser resuelto. En 
segundo término, el proyecto demuestra que se ha aprendido de lo que pasó y actualiza la fórmula de 
financiamiento del instituto, agregando un componente que cualitativamente no existía, que es lo que se ha 
presentado y que consiste en que las empresas también aporten para lo que será la manutención de los 
trabajadores de esas empresas cuando no sean activos, en base a sus niveles de actividad. Este es uno de los 
componentes importantes del proyecto, junto con el reconocimiento del campo afiliatorio, por lo cuales 
pensamos que esta es una iniciativa que da nacimiento a la solución. 


Para ser estrictos, decimos que lo que tiene solución y viabilidad a largo plazo es una Caja del sistema 
financiero, y en este sentido es importante señalar la diferencia: una cosa es la Caja Bancaria y otra la Caja 
del sistema financiero. 


Por eso, no tenemos dudas en cuanto a que se encamina la solución en el sentido de garantizar la 
permanencia, más allá de las vicisitudes, porque creo que todos los presentes estaremos de acuerdo en que 
nadie puede arrogarse el derecho de decir "Tengo la bola de cristal y sé lo que va a pasar", con el diseño del 
sistema que sea. Lo que está claro es que el diseño de este sistema responde a acercarlo más a la realidad, y 
este proyecto reconoce dos de los pilares fundamentales que llevaron al deterioro de la Caja Bancaria, no por 
responsabilidad de los trabajadores, sino por los avances tecnológicos y por el trabajo que se sacó de ese 
ámbito de actividad hacia otras empresas, tema que con esto se va a resolver. Como trabajadores de OCA, un 
poco por aquello de que "si quieres pintar el mundo, pinta tu aldea", conocemos bien esta situación, porque 
en la empresa estos dos componentes estuvieron presentes con gran nitidez. 


Todos deben tener presentes que OCA dejó de ser propietaria de uruguayos y que, a partir de 1998 pasó a 
manos de lo que en aquel momento era el Banco de Boston, que compró todo el grupo empresarial OCA. 
Antes, los avatares de la tecnología también habían pegado en OCA, en el empleo de mano de obra. Los 
delegados presentes, que formábamos parte de la empresa en esa época, sabemos que antes de la entrada en 
circulación de las tarjetas de crédito, OCA demandaba mucho más mano de obra, porque la venta 
básicamente la hacían nuestras compañeras en las galerías, porque no existían los shopping, y la venta se 
peleaba, palmo a palmo, en los comercios. Los instrumentos que manejaba la empresa eran órdenes de 
compra, billetes, etcétera. Esto demandaba mucho más mano de obra. La incorporación de tecnología, y 
básicamente el empleo masivo de la tarjeta de crédito, eliminó muchos puestos de trabajo. OCA supo tener 
más de mil trabajadores, y hoy emplea alrededor de cuatrocientos cuarenta. 


Por lo tanto, nos queda claro que la tecnología incide en los puestos de trabajo. Por ende, una fórmula que 
esté directamente vinculada con los puestos de trabajo en un esquema de financiamiento, le pega. 


Por otro lado, la empresa no perdió rentabilidad; es más, uno podría pensar que, inclusive, la aumentó, y por 
eso a nuestro entender queda claro que este cambio en la composición de la fórmula de financiamiento es 
sano, porque si solo se aporta en función de la plantilla de trabajo, sin tener en cuenta el nivel de actividad, el 
retaceo de la plantilla de trabajo socavaría la fórmula de financiamiento. En este caso, se contempla esta 
situación, y creo que de buena manera. 


Otra circunstancia que se vivió en OCA, inclusive antes de que la comprara el Banco de Boston, es algo que 
también se estaba manejando. Las empresas bancarias, más allá de las tercerizaciones y de los avances 
tecnológicos, también socavaron la fórmula de financiamiento de la Caja Bancaria sacando trabajo del 
ámbito de su empresa y pasándolo a otras empresas. A partir de 1993, el Citibank fondeaba la plata para el 


retiro efectivo con tarjetas. El Citibank no tuvo que ampliar su red de sucursales ni su infraestructura en 
general, ni contratar más personal para cubrir este producto, sino que utilizó la fuerza de trabajo, la 
infraestructura de OCA, para hacer su negocio de préstamo. A partir de 1994, creó un producto comercial 
distinto: el préstamo amortizable, que hoy sigue vigente, y sigue siendo igual. El préstamo amortizable fue un 
negocio de lo que en ese momento era el Banco de Boston, pero en la operativa del préstamo amortizable el 
que pone la plata para otorgar los préstamos es el banco. OCA gestiona el préstamo, y cuando hace efectivas 
las cuotas, le cobra una comisión al Banco por la cobranza. Otra vez la misma historia. Si el Banco de Boston 
en ese momento, en el año 1994, hubiese querido tener llegada masiva al crédito, al consumo, al menudeo, 
¿qué tendría que haber hecho? Tendría que haber instalado locales, contratar más personal, lo que hubiera 
generado aportes a la Caja Bancaria. ¿Se entiende? 


Para nosotros, estas situaciones están más que presentes porque las hemos vivido, y eso sigue así hasta el día 
de hoy. Después hubo una situación distinta, porque, inclusive, el Banco compró la empresa. Pero al día de 
hoy este producto, el de los préstamos amortizables que ustedes ven en la propaganda de OCA, en realidad, 
sigue siendo igual. Es una salida, es un negocio del Banco. Hoy de, ITAÚ, porque tuvimos varias 
transacciones. 


¿Por qué decimos que este proyecto, que no costó poco que estuviera arriba de una mesa, es bueno? 
Básicamente es bueno por este tipo de cosas que acabo de señalar. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Siempre me parece interesante e ilustrativo lo que vamos a preguntar; 
de hecho, lo consultamos cada vez que nos visitan delegaciones sindicales. 


En este caso quisiéramos saber cuántos trabajadores componen la plantilla de OCA. Me pareció escuchar que 
eran cuatrocientos cuarenta; quisiera que nos confirmen si es así. Además, quisiéramos saber cuántos están 
afiliados al sindicato de la empresa. 


SEÑOR PRESEDO.- Al día de hoy, el porcentaje de afiliación al sindicato de OCA es del 60%. 
SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¿La cantidad de trabajadores que acabo de mencionar es correcta? 


SEÑOR PRESEDO.- Sí, exacto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la concurrencia de la delegación. Se tomará en cuenta la 
opinión vertida. 


(Se retira de Sala la delegación gremial de OCA) 


(Ingresa a Sala el economista Julio de Brun, en representación de la Asociación de Bancos del Uruguay) 


——— Damos la bienvenida al economista Julio de Brun, de la Asociación de Bancos del Uruguay, y le 
cedemos la palabra a fin de que nos dé su visión sobre este proyecto de ley. 


SEÑOR DE BRUN.- Quiero agradecer a la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Diputados 
por permitirnos hacer una modesta contribución a la discusión de este proyecto de ley. 


Antes que nada, voy a hacer una aclaración. La Asociación de Bancos del Uruguay ha estado trabajando 
junto con el Poder Ejecutivo y AEBU, a fin de tratar de formular propuestas para el problema de la Caja 
Bancaria. En tal sentido, hicimos llegar al Poder Ejecutivo una propuesta que se encuentra a años luz de lo 
que hoy está a consideración. 


Desde nuestro punto de vista, este proyecto de ley no resuelve los problemas de fondo que tiene la Caja 
Bancaria; por llamarlo de alguna manera, es un parche financiero por unos años. Los problemas estructurales 
que tiene este sistema en particular, van a volver a reaparecer y se van a generar problemas en este instituto 
de previsión, en particular en la década del veinte, donde se vuelve a incrementar sustancialmente el número 
de jubilados bancarios. 


Nosotros preferíamos otra solución, que, inclusive, los bancos estaban dispuestos a financiar. Habíamos 
demostrado la viabilidad financiera de nuestra propuesta, que consistía en pasar a un sistema análogo al del 
Banco de Previsión Social que, a la larga, convergiera en lo que es hoy el sistema de este organismo, que está 
basado en un esquema de dos pilares. Los bancos iban a financiar esta transición, pero, lamentablemente, al 
parecer no hubo acuerdo ni simpatía política para una propuesta de esa naturaleza, que quedó por el camino. 
Ahora tenemos este proyecto sobre el que acabo de hacer un comentario general manifestando nuestra 
disconformidad por la solución adoptada. 


De todas maneras, queremos señalar a los señores legisladores varias dificultades que tienen algunos 
artículos de este proyecto de ley y que, aun estando dentro de este esquema de solución, pueden generar 
ciertos problemas de gravedad en el funcionamiento del sistema bancario. En definitiva, se trata de algunos 
ajustes de tipo técnico, dentro de la filosofía que inspira esta propuesta de "solución" entre comillas para la 
Caja Bancaria. 


Creo que hubo varias versiones del texto de esta iniciativa; yo me voy a basar en uno al que tuve acceso antes 
de que el proyecto entrara a la Cámara de Diputados. No sé si los artículos siguen siendo los mismos. Voy a 
mencionar los artículos según la numeración que poseo y haré los comentarios correspondientes, a fin de que 
pueda ser fácil a los señores legisladores identificarlos en la versión que tienen. 


Como todos saben, dentro de la reforma que se plantea en este proyecto de ley se prevé una reducción del 
aporte patronal de las instituciones financieras, que hoy se encuentra en un 30,75%. Se reduce el aporte 
patronal y, a cambio de esto, se establece la creación de una prestación especial, equivalente a unos diez 
puntos de aporte y adicionalmente se plantea una compra de bonos por parte de las instituciones financieras. 


En estos minutos quiero concentrarme básicamente sobre estos dos aspectos: la característica de esta 
prestación especial y las características que puede tener ese bono que se plantea que compren las 
instituciones financieras. 


Antes que nada, debemos señalar un problema que aparece en el articulado de este proyecto de ley relativo a 
la base de cálculo de esta prestación. En el literal A), numeral 1) del artículo 28 que refiere a la prestación 
complementaria se establece: "el saldo al fin de cada mes, de los activos propios radicados en el País, 
excluidos los depósitos obligatorios en concepto de encaje en el Banco Central del Uruguay”. Luego, en el 
numeral 2) de este mismo artículo, se determina la otra parte de la base imponible y se establece: "la 
diferencia de los saldos al fin de cada mes, de los activos propios radicados en el exterior y de los pasivos 
correspondientes a obligaciones por intermediación financiera con el sector no financiero no residente, 
siempre que tales activos superen a los pasivos referidos". 


Quiero hacer dos consideraciones con respecto a este artículo. En el numeral 1), lo que evidentemente 
contempló el proyecto son los activos que conforman el encaje. El Banco Central obliga a los bancos a 
mantenerlos, pero en este momento no ofrece remuneración alguna sobre esos activos. Entonces, no parecía 
lógico que sobre esos activos que los bancos deben mantener por obligación impuesta por el Banco Central y 
sobre los cuales no reciben ninguna remuneración, encima se les aplique un impuesto o este tipo de 
gravamen. Hay un tema que no está contemplado en esta redacción que refiere al efectivo, es decir, a la caja y 
los billetes en moneda nacional y extranjera que mantienen los bancos en sus tesorerías; eso también forma 
parte del encaje. Pero al hablarse aquí también de los depósitos obligatorios en concepto de encaje en el 
Banco Central del Uruguay, sobre uno de los elementos del encaje que es el efectivo es decir, las monedas y 
los billetes que mantienen los bancos en sus tesorerías, habría que pagar. Hay que entender que básicamente 
ese efectivo tiene la misma naturaleza que los depósitos de los bancos en el Banco Central por concepto de 
encaje. Esto no solo genera una distorsión gravando con una tasa esta prestación complementaria, un activo 
que forma parte esencial de la actividad de los bancos en materia del sistema de pagos sino que además 
genera un trato diferencial en contra de los bancos que por su tamaño o por tener una red de sucursales 
tienden naturalmente a tener más dinero en sus tesorerías. Típicamente el Banco de la República, el Nuevo 
Banco Comercial, el Banco Santander o ABN Amro, por ser bancos de red, mantienen en promedio activos 
por una suma mayor en efectivo de la que puedan tener bancos sin sucursales o que solamente funcionan en 
su casa central. Entonces, esta forma de cálculo discrimina en contra de los bancos que tienen una red más 
grande. 


Nos parece que no cambia la sustancia de lo que se quiere gravar aquí, pero creo que genera un tratamiento 
más justo entre todas las instituciones financieras además, tiene cierta lógica desde el punto de vista de 


reducir distorsiones sobre el negocio bancario que el efectivo y los billetes que mantienen los bancos en sus 
tesorerías tanto en moneda nacional como en moneda extranjera y que forman parte del concepto de encaje 
estén excluidos tal como están los depósitos en el Banco Central. Esta es una primera sugerencia que no va 
en contra de la esencia de lo que busca este proyecto; sería un ajuste de tipo técnico que nos parece 
razonable. 


Ahora voy a referirme al numeral segundo, cuando se habla de los no residentes. 


Originalmente, este proyecto preveía gravar todos los activos en el exterior. Nosotros explicamos al Poder 
Ejecutivo que si se implementaba este sistema, con la tasa de 0.48% anual, que es significativa que surge de 
la equivalencia de este cuatro por diez mil mensual, la actividad "off shore" en Uruguay que básicamente 
consiste en tomar depósitos de no residentes y colocarlos en el exterior prácticamente desaparecía; por lo 
tanto, los activos no podían estar gravados con una tasa significativamente mayor porque las tasas de interés 
internacionales son de 1% o de 1,5%. Es mucho más conveniente entonces "bookear" directamente el 
depósito en el exterior en lugar de tomar el depósito de un no residente y colocar los fondos afuera. 


El Poder Ejecutivo aceptó esa sugerencia, pero solo dedujo de la base de cálculo los depósitos de no 
residentes con el sector no financiero. De esta manera, las cuentas que tienen los bancos con corresponsales 
en el exterior, si son con saldo a favor del banco local, está gravado, pero si son cuentas en las que el banco 
del exterior tiene un saldo a favor respecto del banco en Uruguay, en ese caso el banco local no puede 
deducir ese pasivo con una institución financiera del exterior en la base de cálculo. Esto genera una asimetría 
que no tiene sentido. El hecho de mantener cuentas con corresponsales con saldos deudores y acreedores va 
ínsito en la naturaleza de la intermediación financiera en materia de pagos internacionales que realizan las 
instituciones financieras. Entonces, no tiene sentido gravar el activo y no permitir la deducción del pasivo 
que generalmente va asociado a esa misma actividad. 


En este caso, para mantener la simetría, un esquema de justicia y sobre todo para no generar distorsiones en 
una actividad que se realiza con muy poco margen pero que es importante para el funcionamiento del país 
porque en definitiva implica la contrapartida de flujos financieros de todo el relacionamiento comercial del 
país con el exterior más todo lo que implican los movimientos financieros en general del país con el exterior, 
no puede aplicarse una tasa que es prohibitiva de esa actividad tal como está planteado en este esquema. 


Quiero recordarles para abundar un poco más en esto que el primo hermano de esta prestación 
complementaria, que es el ya derogado Impuesto a los Activos Bancarios el IMABA, que consistía en gravar 
los activos de las instituciones financieras, preveía que se dedujeran todos los depósitos en el exterior ya sea 
con el sector financiero o con el no financiero, pero además agregaba otra cosa. Por el remanente que 
quedara, es decir, por el exceso de activos sobre cualquier tipo de pasivos con el exterior, se preveía una tasa 
reducida que era del 0,1%. Por algo se aplicaba ese porcentaje, porque precisamente se entendía que aplicar 
una tasa alta como la del IMABA que llegó a ser de un 1% o más en cierto momento sobre toda la actividad 
de activos con no residentes podía ser sumamente gravoso y perjudicial para esa actividad en el Uruguay. 
Aprendiendo de lo que fue la lección del IMABA y que de alguna manera había quedado recogida en la 
propia conformación de ese impuesto, nos parece que ese tipo de mecanismos también debería estar presente 
en esta prestación que se crea aquí, estableciendo que todos los pasivos con no residentes ya sea con el sector 
financiero o no sean deducibles a los efectos de la base de cálculo. 


Otro punto que también tiene que ver con la base de cálculo del impuesto es que tal como está en este 
momento planteada esta prestación, estaría gravando por ejemplo a activos que tienen los bancos contra el 
Banco Central pero que no tienen que ver con el encaje. Por ejemplo, puedo citar las letras de regulación 
monetaria que utiliza el Banco Central, precisamente, para hacer política monetaria. El hecho de establecer 
un gravamen sobre un instrumento que el Banco Central utiliza para hacer política monetaria es como cobrar 
un impuesto a la política monetaria; no tiene ningún sentido. Es realmente un sin sentido esta forma de 
tributación. No sé cuál es la opinión del Banco Central al respecto y no sé si se la habrán pedido, pero 
pensamos que un gravamen de estas características reitero: es una tasa que equivale al 0,48% anual; por 
ejemplo, hoy los instrumentos en Ul pagan tasas del 3% o del 4% representa una distorsión importante dentro 
de lo que es el costo de los instrumentos de la política monetaria que puede, inclusive, hasta afectar la propia 
efectividad o la propia capacidad del Banco Central de hacer política monetaria. 


En este caso, nuestra sugerencia sería que los instrumentos de regulación monetaria que los bancos 
mantienen voluntariamente y que son la contrapartida de la acción que realiza el Banco Central para controlar 


la cantidad de dinero y desarrollar un mercado para la moneda nacional no estén alcanzados por este 
gravamen. Entre todas estas cosas, estamos hablando aproximadamente de no más del 15% o del 20% de los 
activos totales. 


Quiero aclarar además que no es nuestra intención retacear recursos a la Caja Bancaria por la vía de la 
exclusión de otros activos. Es más: nuestra sugerencia es que es menos distorsivo para el negocio bancario y, 
en definitiva, va a ser mejor para todas las partes involucradas, si se hacen estas correcciones en la base de 
cálculo del impuesto y se incrementa la tasa que está prevista aquí a algo que, seguramente yendo hasta el 
0,6%, o sea no mucho más que la tasa que está prevista actualmente, va a dar la misma recaudación y en una 
forma que tiene muchas menos distorsiones que las que están planteadas en este proyecto. Esto con respecto 
a la prestación complementaria definida en el artículo 28. 


Quiero hacer una consideración final. Aquí se habla de prestación complementaria, pero tenemos una duda 
desde el punto de vista jurídico con respecto a qué es esta prestación complementaria. No es un impuesto, en 
general tampoco es un tributo, en la medida en que el beneficiario es una entidad no estatal. Generalmente los 
tributos tienen como beneficiarios algún organismo del Estado y en este caso el beneficiario, que es la Caja, 
es una persona pública no estatal. Entonces, al no ser un impuesto u otra forma de tributo, genera dudas sobre 
los contratos de préstamos existentes actualmente, que se dieron bajo condiciones en las cuales esta 
prestación no existía. Normalmente los contratos de préstamo de los bancos prevén que en el caso de 
aplicarse impuestos, tributos, gravámenes, cargos, etcétera, la tasa del préstamo se ajuste en función de 
dichas modificaciones. Pero al no tener muy clara la naturaleza jurídica de esta prestación, en definitiva, se 
genera una situación de falta de certeza jurídica sobre qué tienen que hacer las instituciones financieras 
respecto del stock actual de créditos sobre los cuales va a existir este gravamen. 


Para evitar cualquier duda al respecto y para evitar que tengamos dificultades sobre contratos ya existentes, 
nuestra sugerencia es que en algunos de los casos en que se habla de esta prestación complementaria se 
utilice la expresión "dicho gravamen". De esa manera, por lo menos, quedaría asimilado a conceptos por lo 
cuales se le impone obligatoriamente por ley una carga a las instituciones financieras y que, por lo tanto, hay 
que contemplar en los contratos de préstamo existentes aun cuando el beneficiario de ese gravamen no sea un 
organismo del Estado, como en este caso. Por ejemplo, en el artículo 28, cuando se expresa "la prestación 
complementaria a que refiere el literal B)", se podría cambiar por: "el gravamen al que refiere el literal B) del 
artículo 26". Asimismo, en algún otro momento en que se hace referencia a esta prestación podría utilizarse la 
expresión: "dicho gravamen" o "este gravamen" de tal manera que pueda entrar dentro de las definiciones 
que tienen actualmente los contratos de préstamo. Tengamos en cuenta que para muchas operaciones 
financieras el diferencial que queda a favor del banco entre lo que es la tasa activa y el costo del fondeo para 
los bancos ha sido realmente muy chico. En muchos créditos de primera línea han trabajado con "spread" 
sobre tasas internacionales realmente muy reducidos y, aplicarles sobre eso un 0,50% anual es realmente muy 
gravoso. De haber sido conocido este gravamen en el momento en que se dieron esas operaciones, 
seguramente se hubieran pactado a un precio muy distinto o, directamente, no se hubiesen llevado adelante. 
Esto es una distorsión seria sobre operaciones ya existentes, sobre contratos ya hechos. Pienso que la ley 
debería contemplar esas situaciones dando cierta certeza jurídica. 


El último comentario que voy a hacer, disponiendo de alguna manera del tiempo de los señores Diputados, es 
sobre los títulos de deuda a los que refiere el artículo 29 por lo menos en esta versión del proyecto de ley que 
expresa: "La Caja emitirá títulos de deuda cuyos adquirentes podrán ser, exclusivamente instituciones, 
entidades y empresas comprendidas en los literales A), B), C) y D) del artículo 3”.- Los referidos títulos serán 
nominativos y su titularidad no podrá transmitirse a terceros". En función de la adquisición de estos títulos 
hay un abatimiento del aporte patronal. 


En primer lugar, aquí hay una intención a cuenta de los supuestos beneficios futuros de la Caja Bancaria; 
según esta iniciativa, a medida que vayan mejorando los parámetros actuariales y demás, debería haber una 
capacidad de repago de estos títulos por parte de la Caja Bancaria. Lo que se busca mediante este mecanismo 
es darle financiamiento a la Caja hoy, pero que al mismo tiempo no sea un costo para las instituciones 
financieras, de manera de permitir un abatimiento del aporte patronal y de esa forma, supuestamente, generar 
incentivos para un aumento del empleo en el sector por la vía de la reducción del costo de mano de la obra. 
Esa es la intención que está detrás de este abatimiento de aportes patronales a cambio de la compra de este 
bono. 


Ahora bien: esto tiene sentido en la medida en que efectivamente los bancos puedan percibir que este bono se 
va a poder pagar en el futuro. De no ser así, el abatimiento del costo laboral por la introducción de este bono 
no podría llevarse adelante. Uno parte del supuesto de que quien impulsa este proyecto de ley espera que 
estos bonos se paguen en algún momento. Pero observen la situación que se da. Los bancos tienen que 
comprar estos bonos; se trata de bonos por el que compulsivamente se le establece al acreedor ser acreedor y, 
además, se le limita la posibilidad de venderlos. Entonces, uno tiene que comprar un bono y después no lo 
puede vender. 


SEÑOR POSADA.- Lo que se ha expresado del artículo 29 tiene relación con el artículo 25. De la 
lectura del artículo 25 surge que parecería que está en línea con lo que afirma el economista De Brun, 
en el sentido de que se les establece a las instituciones que están incluidas dentro del artículo 3" la 
obligatoriedad de comprar estos títulos. Sin embargo, el artículo 29 establece: "[...] cuyos adquirentes 
podrán ser [...]'. Parece que hay una contradicción entre los artículos 25 y 29. A mí me parece que la 
intención es la que manifiesta el economista De Brun pero, en todo caso, en el artículo 29 se utiliza un 
condicional donde parecería que la compra es algo facultativo, no una obligación, tal como sí lo 
establece el artículo 25. 


SEÑOR DE BRUN.- No está muy claro si cuando dice "podrán", está limitando a determinado tipo de 
agente la capacidad de compra; no se sabe si el "podrán" es por capacidad o por voluntad. En todo 
caso, parecería que si uno no compra el título, tiene que pagar el aporte patronal completo, no tiene el 
abatimiento del aporte patronal funcionaría de esa forma, con lo cual no se logra el objetivo que 
supuestamente era el de bajar el aporte patronal. 


En definitiva, hay que comprar este bono o pagar el aporte patronal que se venía pagando, no tener el 
abatimiento o, de lo contrario, uno tiene el bono pero no lo puede vender. Es bastante insólito que la ley le 
diga a un promitente acreedor: "Compre este bono" a cambio de una reducción de aporte patronal y, después 
le diga: "No lo puede vender" y, en definitiva, establece como facultativo del deudor darle garantías o no 
sobre ese instrumento. Esta es una situación bastante peculiar. Dentro de las facultades que se le dan al 
Consejo Honorario de la Caja Bancaria de establecer fideicomisos, garantías y demás, por un tema de 
equilibrio entre partes, si se le dice a un acreedor "preste", creo que por lo menos se debería obligar al deudor 
diciéndole: "garantice la deuda", y no dejar librado a la voluntad del deudor el establecer si después ese bono 
va a estar en condiciones de pagarse o no. 


Entonces, nuestra sugerencia es que en el mismo artículo 29 se indique que el Consejo Honorario de la Caja 
Bancaria debe afectar activos para la garantía de los títulos que se emitan en base a esta norma en la forma 
que establezca la reglamentación. Ahí se verá si se hará a través de un fideicomiso, sobre qué activos se 
establecerá el fideicomiso y demás, pero me parece que no debería quedar como facultad del deudor 
garantizar la deuda que de alguna manera se está imponiendo al acreedor. 


Aclaremos que este bono puede llegar a tener al cabo de los años un circulante dentro de US$ 300:000.000 o 
US$ 400:000.000. O sea que si este bono, en definitiva, tuviera riesgos en cuanto a su capacidad de repago, 
podría sumir en un problema no menor a las instituciones financieras en Uruguay. Entonces, si se quiere que 
este sea un instrumento para lograr un abatimiento del aporte patronal, y que sea utilizado efectivamente por 
las instituciones financieras, nos parece que la ley debería indicar claramente al Consejo Honorario que debe 
establecer garantías, afectando activos de la Caja para el cumplimiento de las obligaciones asociadas a estos 
títulos, y no que quede como una cuestión que se verá posteriormente porque, en realidad, eso genera mucha 
incertidumbre desde el punto de vista jurídico. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Este último comentario, ¿está referido a que el asunto quedaría 
librado a la reglamentación, de acuerdo con el artículo 29? 


SEÑOR DE BRUN.- Ya está librado a la reglamentación cómo van a ser estos títulos: qué tasa de 
interés se aplicará, qué plazo y demás. Pero lo que ni siquiera puede hacer la reglamentación es 
ordenarle al Consejo Honorario de la Caja Bancaria que garantice los títulos. La única que podría 
hacerlo es la ley. O sea que si la ley no le indica al Consejo que garantice estos títulos, será voluntad de 
la mayoría del Consejo de la Caja Bancaria otorgar o no una garantía sobre ellos. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Por cierto que es muy interesante todo lo que está volcando el 
economista de Brun. 


Ahora bien, quisiera formular una interrogante con relación a la llamada prestación complementaria. El 
economista de Brun mencionó que así como está concebida no quiero utilizar mal los términos liquidaría o 
comprometería seriamente el negocio de la banca "off shore". Mi pregunta es si eso es inexorablemente así 
en los términos en que está establecido en la ley o si es así independientemente de que se introduzca algún 
correctivo. Por ejemplo, se hablaba de la falta de simetría que concibe este artículo 28 y de que en todo caso 
habría que deducir los pasivos a los efectos de corregir la fórmula. ¿Con eso salvamos la situación y por lo 
tanto el negocio se podrá seguir desarrollando razonable y satisfactoriamente? ¿O será un pequeño parche a 
una solución que prácticamente compromete la viabilidad de esa actividad? 


SEÑOR DE BRUN.- Yo creo que lo ideal sería la solución que en su momento se había planteado con el 
IMABA, que era tomar los activos con no residentes, deducirle la totalidad de los pasivos con no 
residentes y aplicar una tasa reducida sobre el neto: una tasa más baja que el 0.48%, por ejemplo, el 
0,1% que se aplicó durante la época del IMABA. Por lo menos tenemos la experiencia de que bajo esas 
características la actividad "off shore" funcionó y se desarrolló en Uruguay. 


Este impuesto lo llamo impuesto porque no sé cómo llamarlo: quizás deba decir esta prestación adicional, 
porque tampoco es tributo; en todo caso es un paratributo, este gravamen, es más gravoso valga la 
redundancia que lo que era el IMABA, porque solo admite una deducción parcial de pasivos, y en principio 
todo está gravado a la misma tasa alta del 0.48%. Por eso nuestra sugerencia es que, por lo menos para 
atenuar el mal, admitamos la deducción de la totalidad de los pasivos con no residentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solo resta agradecer los aportes vertidos por el economista Julio de Brun, así 
como la deferencia por haber respondido con prontitud a nuestra convocatoria. 


(Se retira el economista Julio de Brun) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Jubilados y Pensionistas Bancarios del Uruguay, AJUPE) 


——- La Comisión de Seguridad Social da la Bienvenida a la Asociación de Jubilados y Pensionistas 
Bancarios del Uruguay, AJUPE, integrada por los señores Miguel Brassesco, Vicepresidente, Salvador 
Garófalo, Juan Alberto Almada Ramis, Waldemar González y Valentín Omar Gongorra, a quienes cedemos el 
uso de la palabra. 


SEÑOR GARÓFALO.- La Asociación de Jubilados y Pensionistas Bancarios del Uruguay, AJUPE, es 
una organización civil con personería jurídica, sin fines de lucro, principalmente dedicada a la defensa 
gremial de sus asociados y de los pasivos en general. 


Actualmente, entre socios y adherentes concentra a más de tres mil jubilados y pensionistas bancarios. Es una 
institución totalmente independiente de otro sindicato, desarrollando sus actividades con prescindencia 
absoluta de ideas políticas, religiosas o filosóficas. 


AJUPE había insistido ante los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Economía y Finanzas para 
integrar el grupo de trabajo que se había creado para estudiar el proyecto de carta orgánica de la Caja 
Bancaria. Lamentablemente nuestros petitorios no fueron escuchados y ni siquiera fueron contestadas las 
notas enviadas a los mencionados Ministerios. 


Ahora voy a pasar de lleno a alguno de los puntos que trata el proyecto de ley. 


La Ley_N* 17.841, de 15 de octubre de 2004, creó con carácter transitorio recalco la palabra transitorio, hasta 
el 31 de marzo de 2007, un impuesto destinado a la Caja Bancaria con tasas que iban del 0% hasta el 18%. La 
Ley N? 18.079 prorrogó lo dispuesto por la Ley N* 17.841 hasta la entrada en vigencia de la futura Ley 
Orgánica de la Caja Bancaria, es decir, también tenía carácter transitorio, hasta que se aprobara esta ley que 
está siendo tratada actualmente. El artículo 32 de la proyectada Carta Orgánica de la Caja Bancaria trasforma 
a este impuesto en permanente, con tasas crecientes que llegan hasta el 20%. Este impuesto se pagará a partir 


de $ 10.650 y se incrementa en un 2% a partir de $ 17.750 desde el 1” de enero de 2009 y en otro 2% a partir 
del 1” de enero de 2010. 


El impuesto mencionado viola el principio de igualdad ante la ley consagrado en la Constitución ya que 
impone a jubilados y pensionistas bancarios una doble tributación, si se considera que también estamos 
aportando el IASS. Proponemos que se elimine el proyectado artículo 32 ya que es claramente 
inconstitucional y lesiona los intereses de los pasivos bancarios, si se los compara con el resto de jubilados y 
pensionistas de otros organismos de previsión social. 


A su vez, la Ley N* 18.314, de 4 de julio de 2008, creó un impuesto que grava los ingresos de jubilados y 
pensionistas, denominado Impuesto de Asistencia de la Seguridad Social, con tasas progresionales del 10% al 
25% que rigen a partir de noventa y seis Bases de Prestaciones y Contribuciones anuales. El artículo 14 de 
esa ley destina el IASS integramente al BPS. Sin considerar si este impuesto es constitucional o no 
proponemos que se destine al mismo organismo de previsión social que integra el jubilado aportante, 
modificándose en ese sentido el mencionado artículo, a fin de que cada uno aporte a su propio organismo de 
previsión social. 


Además, aparentemente no lo veo muy claro, el impuesto que se crea por el artículo 32 solo alcanza a las 
jubilaciones acordadas al régimen que se deroga por la proyectada ley, es decir, hasta el 31 de diciembre de 
2009, lo que de ser así constituye otra irritante discriminación entre los jubilados bancarios actuales y los que 
se jubilen a partir del 1” de enero de 2009. 


Ese es uno de los temas puntuales sobre el que queríamos opinar. 


El artículo 3" de la ley proyectada determina cuáles son las empresas que están obligadas a afiliarse a la Caja 
Bancaria. Esta nómina es manifiestamente incompleta; cabe mencionar, por ejemplo, a las casas de cambio, 
los ABITAB y Red Pagos, que desarrollan actividades financieras. Reconocemos que existe una resistencia 
generalizada de personal y patronales a ser trasladados del BPS a la Caja Bancaria. Nuestro proyecto incluye 
este es un dato novedoso que todas las empresas que desarrollan actividades financieras, sin exclusiones, 
continúen afiliadas al BPS como están hoy, que se jubilen por las normas del BPS y mantengan sus 
afiliaciones a las AFAP. Solamente debería ser reconocido el derecho de la Caja Bancaria al recibir esos 
aportes mediante transferencia de fondos mensuales del BPS. A partir de que cada afiliado se jubile, la Caja 
Bancaria transferirá mensualmente estos montos al BPS, por lo que mensualmente existirá una verdadera 
compensación de fondos. Además esta ley no lo prevé el BPS debería transferir a la Caja Bancaria todos los 
aportes efectuados por las empresas y sus trabajadores a partir de la fecha de ingreso de estos; esta debe ser 
una suma considerable para la Caja Bancaria que permitirá solucionar su déficit. 


El artículo 29 establece la emisión de títulos de deuda por parte de la Caja Bancaria. Nosotros nos oponemos 
a la emisión de estos títulos, entendemos que no se requieren, porque el financiamiento y equilibrio de la 
Caja Bancaria se logra por otros mecanismos financieros, según ya hemos explicado anteriormente. 


El artículo 63 suprime la prima por edad, manteniéndola solamente para prestaciones inferiores a doce Bases 
de Prestaciones y Contribuciones. Este es un beneficio, un derecho adquirido, y no debería ser eliminado. 
Este artículo debería ser eliminado del proyecto de ley mencionado. 


El artículo 28 crea un impuesto a los activos de entidades financieras. No compartimos la creación de nuevos 
impuestos que incrementarán el costo del dinero y que serán trasladados a los usuarios del sistema financiero, 
como siempre ocurre. Ya existe un impuesto que pagan las entidades financieras y recauda, que es el IVA 
sobre intereses y comisiones. Nosotros proponemos que cinco puntos del IVA generados por los conceptos 
aludidos no el pagado por los bancos sino el generado sean transferidos de Rentas Generales a la Caja 
Bancaria. Este no es un invento nuestro, Rentas Generales le pasa al BPS siete puntos de IVA todos los años. 


Por último, si luego de los aportes enunciados en el proyecto de AJUPE, ampliación sin exclusiones de 
campo afiliatorio, IVA sobre intereses y comisiones, transferencia del IASS a Caja Bancaria aportada por sus 
afiliados, aún quedara un déficit en la Caja Bancaria, debe aplicarse el artículo 67 de la Constitución que 
establece la asistencia financiera del Estado, que no difiere con lo que ya se hace con el BPS y otras Cajas 
paraestatales. 


AJUPE estima que es legítimo que parte de los fondos de jubilaciones y pensiones se financien dentro de un 
amplio concepto de solidaridad con aportes de toda la sociedad a través de impuestos. Este es el caso del 
IVA, impuesto que me parece justo, porque ahí sí el que más gana y más gasta, más paga, paga el 22%. Esto 
ya se hace con el BPS, la Caja Militar, la Caja Policial, y entendemos que la sociedad en general debería 
contribuir a financiar parte de las jubilaciones y pensiones de todos los jubilados del país. 


Por ahora es todo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Hemos escuchado un planteo muy serio y muy bien fundamentado. 
Con relación precisamente a los fundamentos, y a los fundamentos jurídicos en particular sin el ánimo 
de generar ahora una discusión ya que no es la oportunidad ni la instancia correcta, me surgen las 
mismas dudas de inconstitucionalidad que ustedes manifestaron con relación a los beneficios 
jubilatorios que incluyen conceptos de derechos ya adquiridos. Me refiero en particular a la prima de 
la quita por edad para determinados pasivos afiliados a la Caja Bancaria y sin ninguna duda también 
a la circunstancia de convertir en definitivo un impuesto que había sido concebido como transitorio, 
aumentando además la escala. 


La pregunta concreta es si con relación a eso independientemente de la opinión que tenemos los neófitos en 
materia jurídica; yo también lo soy aunque soy abogado porque no soy un jurisconsulto ustedes como 
Asociación han recabado algún tipo de informe de carácter jurídico, si se han dirigido a algún 
constitucionalista o especialista. Sin ninguna duda eso ayudaría a los efectos del análisis de ese aspecto 
específico tan importante, no solo desde el punto de vista de los ciudadanos afectados ustedes concretamente, 
sino entiendo yo desde el punto de vista de la propia sobrevivencia de esta solución, ya que si en el día de 
mañana se alegara una inconstitucionalidad, esta u otra, que eventualmente pudiera prosperar ante la 
Suprema Corte de Justicia me estoy adelantando mucho en el tiempo, se podría llegar a desarticular toda la 
solución buena o mala, favorable o negativa, eso depende de la opinión de cada quien que consagra este 
proyecto de ley. 


SEÑOR GARÓFALO.- Nosotros tenemos una asamblea de jubilados, afiliados a nuestra Asociación, 
que se va a realizar el próximo 9 de octubre. Estamos recabando las opiniones de varios abogados que 
son especialistas en estos temas, para tenerlas en esa fecha. Ya hemos hecho algunas consultas y 
recibiremos la información en estos días. Es decir que esa inquietud también transita por ese camino. 


SEÑOR GONGORRA.- Ocupo el cargo de tesorero dentro de la institución. No voy a hacer uso de 
papel sino de la memoria y de los conceptos bien determinados que tengo con relación a algunos 
aspectos del proyecto, que aún no he podido leer con tranquilidad a fin de hacer un análisis bien 
detenido. 


De acuerdo con la poca información que he recibido de parte de compañeros y por algún bosquejo que en el 
día de ayer pude llegar a leer, entiendo que hay un concepto muy definido acerca de algunos aspectos del 
proyecto y que los jubilados bancarios nos veremos perjudicados en gran modo porque pagaremos por dos 
veces un impuesto: uno es el IASS y el otro el de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias. 


Me parece muy loable y beneficioso que podamos hacer algún aporte a dicha Caja pero no que se nos exija, a 
través del IASS, un impuesto al Banco de Previsión Social. Según lo que dice el proyecto y lo que han 
manifestado las autoridades ministeriales, esa institución deberá ser financiada por medio de tres patas: los 
jubilados bancarios por un lado, la patronal bancaria por otro, y el Estado por otro. Se habla de US$ 
20:000.000 por cada una de las partes. Yo no soy muy inteligente a la hora de hacer los cálculos; no tengo los 
datos suficientes para decir que eso se va a cumplir en todos sus términos, porque no noto que el Estado esté 
aportando los US$ 20:000.000, ya que son los mismos US$ 20:000.000 que estamos aportando a través del 
IASS, es decir que se trata de un pasamanos porque vamos a estar aportando al Banco de Previsión Social y a 
la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias. Entonces, no veo el derecho de igualdad por ningún lado. 


El Estado se está ahorrando US$ 20:000.000 para dar al Banco de Previsión Social; los saca del mismo 
impuesto que nosotros pagamos para dárselo a la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias. 


Esto es lo que creo "grosso modo" y en forma muy clarita. 


Además, a la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias se nos achaca que tiene las jubilaciones 
mayoritarias que existen en el país. En el momento actual los jubilados bancarios del país estamos en el 
orden de 17.000 o 18.000. Quisiera saber si son tan menguadas las jubilaciones de todas las personas 
jubiladas dentro del BPS que cobran mucho más que nosotros, ya que figuran gerentes de Coca-Cola, 
gerentes de empresas multinacionales, ex legisladores, ex Presidentes de la República, ex Intendentes. Se nos 
achaca eso a nosotros, que hemos sido sostenedores de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias a través 
de nuestros sueldos, que fueron otorgados de acuerdo con lo establecido por las normas que la República ha 
tenido durante todos estos años. Ahora se nos castiga diciendo que tenemos grandes jubilaciones, cuando hay 
otros personajes en el país que están siendo beneficiados con jubilaciones altas que, por otra parte, si la ley se 
las otorgó es porque lo merecían. Nosotros no estamos achacando culpas, pero que no se diga que somos los 
culpables porque tenemos grandes jubilaciones y que por eso se ha fundido la Caja. Esta se ha venido 
deteriorando por lo que todos sabemos: la nueva tecnología; los nuevos cajeros automáticos que existen por 
todos lados han ido ahorrando personal, desvirtuando el empleo bancario para reducirlo al mínimo. Cuando 
me jubilé el Banco de la República tenía 6.000 empleados y creo que ahora no llega a 3.000; la institución se 
ha ido vaciando de empleados como consecuencia de la aplicación de la nueva tecnología. Donde hay una 
máquina antes había diez empleados, ahora hay una máquina con un empleado, y todavía con medio 
empleado alcanza y sobra. 


Entonces, como ciudadanos comunes y como jubilados comunes, nos duele sentirnos perjudicados por esta 
norma. 


No he venido con ninguna retórica altisonante, ni nada; solo quiero expresar lo que siento como jubilado 
bancario, ya que, como dije, estamos siendo castigados dos veces. 


Como se señaló, hay un impuesto dentro de la actividad bancaria, que es el IVA, el impuesto a los intereses. 
Inclusive, el propio Banco de Seguros del Estado cobra IVA sobre las pólizas de seguros. Por tanto, bien 
pueden distraerse algunos puntos de ese impuesto a los efectos de poder financiar la Caja. Estamos de 
acuerdo en que se deje la prima por antigiledad, pero que no nos sigan aumentando un 2% en el 2009 y otro 
2% en el 2010, y así suma y sigue. No sabemos si este problema se soluciona así; tal vez dentro de siete u 
ocho años estemos con el mismo problema. 


En síntesis, que se piense en el IVA que genera la propia actividad financiera porque es un elemento a tener 
en cuenta para financiar en parte el déficit en lugar de seguir agregando más impuestos, haciendo recargos a 


los jubilados. 


Esto es lo que quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación su concurrencia y les decimos que los elementos 
que han vertido en Sala serán tenidos en cuenta. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


